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El presente trabajo de investigación busca demostrar que el régimen especial de 
contratación administrativa de servicios -RECAS, dado el 28 de junio de 2008, bajo el 
Decreto Legislativo N° 1057, ha vulnerado desde su creación a lo estipulado dentro de 
nuestra constitución en materia laboral, así como a los derechos fundamentales y 
beneficios laborales que tiene todo trabajador; además, de señalar que se le vio como una 
especie de comodín para tratar de resolver los graves problemas institucionales, teniendo 
como principal causa que el país no pueda celebrar el Tratado de Libre Comercio -TLC 
con EE.UU., ya que no cumplíamos con las expectativas requeridas para ese país, por las 
demandas y perdidas económicas del estado por motivos, como la mala utilización por la 
entonces forma de contratación del estado, llamada contratación por servicio no personal 
-SNP, bajo este panorama se crea el régimen CAS, que desnaturalizaba la relación laboral, 
y desprotege al trabajador de sus derechos laborales establecidos constitucionalmente, 
queriendo hacer pasar un contrato laboral ficticiamente a un contrato civil. Pero, no tardo 
en recibir diversas críticas por varios grupos, conjuntamente con demandas de distintos 
trabajadores, los cuales llegaron hasta las Salas, cuya decisión en mayoría señalaba que 
dicho régimen si desnaturalizaba las relaciones laborales; Sin embargo, fue la demanda 
presentada por más de cinco mil trabajadores bajo el expediente N° 00002-2010-PI/TC, 
al Tribunal Constitucional -TC; el, cual bajo diversos argumentos, decide que este 
régimen debe ser considerado como un régimen laboral con una categoría de “especial”, 
reconociendo la figura laboral presente en dicho régimen, pero no recogió todos los 
derechos laborales que debe tener un trabajador. El método usado es cualitativo con un 
tipo de estudio sociocrítico y un diseño casuístico, la muestra es de tipo no probabilística. 
El instrumento utilizado es a través de la entrevista sometido a la validez por el juicio de 
expertos. 
Además, usamos la recolección de datos. El instrumento que use fue la guía de entrevista;  
Por tanto, concluyo indicando que este régimen transgrede los derechos laborales que 
tiene una relación laboral y debe terminarse con la brecha de diferenciación que existente 
en comparación a otros regímenes.  
 








The present research work seeks to demonstrate that the special regime of administrative 
contracting services -RECAS, given on June 28, 2008, under Decreto Legislativo No. 1057, 
has violated since its inception the provisions of our constitution on labor matters , as well 
as the fundamental rights and labor benefits that every worker has; also, to point out that he 
was seen as a sort of wild card to try to solve the serious institutional problems, having as 
main cause the country can not celebrate the Free Trade Agreement with the US, since we 
did not comply with the expectations required for that country, for the demands and 
economic losses of the state for reasons, such as misuse by the then form of contracting the 
state, called recruitment for non-personal service -SNP, under this scenario is created the 
CAS regime, which denaturalized the labor relationship, wanting to pass a fictitious labor 
contract to a civil contract. But, I do not take long to receive various criticisms by various 
groups, together with demands from different workers, which came to the Chambers, whose 
majority decision indicated that such a regime would denaturalize labor relations; However, 
it was the lawsuit filed by more than five thousand workers under file No. 00002-201-PI / 
TC, to the Constitutional Court -TC; the, which under various arguments, decides that this 
regime should be considered as a labor regime with a category of "special", recognizing the 
labor figure present in that regime, but not their rights. The method used is qualitative with 
a type of socio-critical study and a casuistic design, the sample is of a non-probabilistic type. 
The instrument used is through the interview subject to validity by expert judgment. 
 
In addition, we use data collection. The instrument he used was the interview guide; 
Therefore, I conclude by indicating that this regime transgresses the labor benefits of an 
employment relationship and must end with the differentiation gap that exists in comparison 













1.1 APROXIMACIÓN TEMÁTICA  
En el presente trabajo de investigación se buscará realizar un estudio del Régimen de 
Contratación Administrativa de Servicios (CAS) y los derechos laborales en el Perú, 2018, 
es decir, la observancia de porque nuestro ordenamiento jurídico declara constitucional a 
un régimen que, desde sus inicios, hizo una violación de todos los derechos y beneficios 
laborales por los cuales se ha venido luchando durante muchos años.  
El CAS, es un régimen que nace del Decreto Legislativo N° 1057 el 28 de junio de 2008 y 
viene teniendo varias modificaciones, tanto en su naturaleza jurídica como en su ámbito de 
aplicación, el CAS no asegura la permanencia estable dentro de un trabajo, la 
compensación por tiempos y servicios, viola el derecho a la igualdad y a la no 
discriminación en el ámbito laboral. Es difícil por lo mismo entender como las leyes 
pretenden que dicho dispositivo legal sea constitucional, cuando es más que obvio que es 
un régimen que no solo viola lo normado por nuestra constitución, si no por las normas de 
carácter internacional, como las estipuladas dentro de la Organización Internacional del 
Trabajo (OIT), órgano encargo de velar por los derechos humanos de los trabajadores.  
Es evidente como se menciona que si bien gracias a las denuncias presentadas, este régimen 
ha mejorado las condiciones laborales, aún no se logra por completo que se deje de 
transgredir derechos y beneficios laborales en cuanto a materia laboral. A continuación, 
expondré la revisión de la literatura que aglutinaran a los temas principales que permitan 
un entendimiento cabal de la desnaturalización del régimen de contratación administrativa 
de servicios: 
 
▪ Según el doctor especialista en materia laboral Toyama, J. (2015), en su libro titulado 
“El Derecho Individual del Trabajo realizado en el Perú”, y difundido a través de la 
Biblioteca Nacional del Perú, nos define a la desnaturalización del trabajo y la primacía de 
la realidad como aquellas normas de trabajo que preverán los disímiles supuestos por los 
cuales se ha considerado a figuras no laborales como laborales. Haciendo mención 
específicamente para el mismo a los casos de desnaturalización; esto se da cuando por 
mandato legal consideramos que nos encontramos en una relación laboral si se puede lograr 
presentar un supuesto determinado o simplemente se verifique la existencia de un requisito 
legal especifico. Es decir, que cuando concluye un determinado contrato laboral, por el 





acciones probatorias, mientras que cuando observemos a la desnaturalización, veremos que 
es de aplicación automática ya que se basa en los supuestos previstos por la norma. 
Teniendo además como un claro ejemplo a las sanciones impuestas por los temas de 
formación laboral juvenil y las practicas preprofesionales, dadas por la Ley N° 28518, 
articulo 51, donde se hace una mención específica de cuando podemos observar la 
desnaturalización de las mismas y que se entenderá que existe una relación laboral, cuando 
haya una inexistencia de un convenio debidamente suscrito; por la falta de formación o 
capacitación, de forma específica para el desarrollo del favorecido; por la continuidad 
formativa luego de la fecha establecida dentro del convenio, prorroga, o plazo máximo 
establecido por ley; la inexistencia de fraude o simulación a la ley que prevé la 
desnaturalización de las modalidades formativas, etcétera. Sin embargo, para que se dé el 
cumplimiento del mismo, salvo por el ultimo, debe darse la aplicación del principio de la 
primacía de la realidad, ya que para estos supuestos la ley ha tomado en cuenta las 
consecuencias jurídicas de un incumplimiento legal, llamada también liberalización por la 
prescripción legal. De otro lado analizando a las normas de intermediación laboral, se 
puede prever que hay asimismo varios supuestos de desnaturalización que soporta el 
trabajador, dadas específicamente por el Decreto Supremo N° 003-2002-TR, en su artículo 
14, donde no se especifica la importancia de la primacía de la realidad. Entonces podemos 
concluir que en cualquier materia inspectiva, se debe reconocer el principio de primacía de 
la realidad como aquel principio rector del proceso inspectivo, ya que simplemente bastaría 
con una declaración general sobre el tema para que el inspector laboral aplique el principio 
dentro de cualquier supuesto laboral donde haya indicios de simulación (pp. 105-106). 
 
▪ Pardo, K. et all. (2011), en su revista de título “Remuneraciones, beneficios e 
incentivos laborales percibidos por trabajadores del sector salud en el Perú”, es claro al 
indicarnos que hay una desigualdad presentada por la contratación administrativa de 
servicios y el personal de quinta categoría del nivel remunerativo principal, es decir que, 
dentro del MINSA, una persona que ya ha sido nombrada, percibe dentro del promedio el 
doble de lo que un trabajador CAS, caso contrario a los pertenecientes al EsSalud, que son 
aquí los pertenecientes al CAS, los que reciben o ganan más. Es por todo ello que este 
régimen no establece, ni asegura una estabilidad laboral o económica, afectando de esta 
forma el derecho a la igualdad sin ningún tipo de discriminación que tiene todo trabajador 





Para el autor es recomendable que haya un aumento y los contratos se den en montos 
superiores, de esa forma la contratación masiva por CAS, iría reduciendo la posibilidad de 
migraciones o contratos (p. 350).   
 
▪ Beltrán, L. (2013), en su tesis titulada “La Problemática de la existencia de   distintos 
regímenes de contratación de personal en el Estado”, para optar el grado de Magister en 
Derecho Empresarial, define a la diversidad de regímenes laborales que tiene el Estado 
Peruano para contratar, entre los cuales tenemos al Decreto Legislativo N° 276 que rige la 
Ley de Bases de la Carrera Administrativa y las Remuneraciones del sector público así 
como su reglamento; El Decreto Legislativo 728, Ley del Fomento del Empleo y su Texto 
Único Ordenado Ley de Productividad y Competitividad Laboral; y el Decreto Legislativo 
N° 1057, denominado Régimen de Contrato Administrativo de Servicios, que entró en 
vigencia desde el año 2008 y es una evolución del antiguo régimen de servicios no 
personales denominado SNP. Además, nos hace referencia de forma muy concreta que son 
estos últimos, los del antiguo régimen denominado SNP, actualmente CAS, son los 
principales generadores de la gran desorganización generada en el sistema laboral, además 
la vulneración de diversos derechos laborales. Esto sin lugar a dudas llevaría a la perdida 
de la esencia misma de los principios por los cuales se rige el derecho laboral, ya que la 
terrible organización llevada dentro de la administración pública no dejará de crecer y por 
el contrario solo estará en aumento, llegando al punto de la total perdida de todo derecho 
laboral, conseguido durante muchos años (p. 5). 
 
▪ Condezo, M (2012) en su tesis titulada “Vulneración de los derechos laborales en el 
régimen de la contratación administrativa de servicios”, para optar el título profesional de 
abogada de la Universidad Privada Norbert Wiener S.A.; nos señala que los trabajadores 
del contrato administrativos de servicio tiene un régimen reducido y limitativo de derechos, 
lo cual genera un agravio y menoscabo a los principios y derechos laborales como la 
igualdad de oportunidades o la progresividad laboral, así como la afectación a la esencia 
del derecho del trabajo y que su derogación del marco legal podría hacer posible la 
concreción de la estabilidad laboral en el sector público, teniendo como fundamento 
principal a la los derechos amparados en los artículos 22° de la Constitución Política de 
1993, donde señala enfáticamente que el trabajo no es solo un deber si no es la pieza 
fundamental que dignifica al hombre y a la sociedad y que por lo mismo debe ser objeto 





1.2 MARCO JURÍDICO  
Gráfico 1: Marco Jurídico 
Fuente: Elaboración propia.  
a) Internacional  
El artículo 23.1 de la Declaración Universal de los Derechos Humanos señala:  
“Toda persona tiene derecho al trabajo, a la libre elección de su trabajo, a condiciones equitativas 
y satisfactorias de trabajo y a la protección contra el desempleo”.  
Artículo 2.1. del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales, señala:  
“Cada uno de los Estados partes en el presente Pacto se compromete a adoptar medidas, tanto por 
separado como mediante asistencia y la cooperación internacional, especialmente económicas y 
técnicas, hasta el máximo de los recursos de que disponga, para lograr progresivamente, por todos 
los medios apropiados, inclusive en particular la adopción de medidas legislativas, la plena 
efectividad de los derechos aquí reconocidos […]”.  
El Organismo Internacional de Trabajo (OIT)1, la cual es representada a través de sus 
convenios y recomendaciones; además, los convenios tendrán un carácter de tratado 
internacional, el cual está sujeto a ratificación de los Estados miembros de la OIT, del cual 
el Perú forma parte de los Estados miembros desde el 1919, siendo a lo largo de este tiempo 
que el país a ratificado 74 convenios, teniendo a 67 actualmente en vigor, de los cuales hay 
8 convenios fundamentales para seguridad y salud en las minas. Además, la OIT es una 
fuente internacional que protege los derechos laborales. 
                                                             
1 OIT (29 de junio de 2018). Derecho internacional del trabajo, [Mensaje de la website institucional]. Recuperado 
de https://www.ilo.org/lima/paises/per%C3%BA/lang--es/index.htm   
Internacional
•Declaración Universal de los Derechos 
Humanos.
•Organización Internacional de Trabajo 
(OIT).
•Convenios de la OIT
•Constitción Política de los Estados vecinos.
Nacional 
•Constitución PolÍtica del Perú.
•Ley General del Trabajo. 






Así mismo en la Declaración de la OIT relativa a los principios y derechos fundamentales 
en el trabajo y su seguimiento, adoptada por la Conferencia Internacional del Trabajo en su 
octogésima sexta reunión realizada en Ginebra el 18 de junio de 1998, nos hace referencia 
que, aunque no hayan ratificado los convenios los miembros tienen un compromiso derivado 
de su pertenencia, y por los mismo tiene que respetar, promover la buena fe y la conformidad 
con la Constitución, teniendo como su principal objetivo incentivar los derechos 
fundamentales y principios consagrados en la constitución de la OIT y la Declaración  de 
Filadelfia. Entre los cuales se observaron a la libertad de asociación y la libertad sindical y 
el reconocimiento efectivo del derecho de negociación colectiva, la eliminación del trabajo 
forzoso u obligatorio, la abolición del trabajo infantil y la eliminación de la discriminación 
en materia de empleo y ocupación, estableciendo claramente que estos derechos son 
universales y se aplicaran en todos los países sin importar su desarrollo económico.   
La OIT reafirma su postura respecto a la protección del trabajador, la cual busca evitar 
diversos abusos por parte de la entidad contratante, siendo su principal función señalar 
enfáticamente su total rechazo a la discriminación o exclusión laboral (OIT, 2017). 
En el informe global al seguimiento de la Declaración de la OIT, relativo a los principios 
y derechos fundamentales del trabajo, titulada “La igualdad en el trabajo: afrontar los retos 
que se plantean”, bajo en el Convenio número 111, definió a la discriminación como: 
“Cualquiera distinción, exclusión o preferencia basada en motivos de raza, color, sexo, religión, 
opinión política, ascendencia nacional u origen social que tenga por efecto anular o alterar la 
igualdad de oportunidades o de trato en el empleo y la ocupación, de igual forma en muchos países 
se han reconocido otros motivos de discriminación, además de los que se mencionan […]”.  
Se entiende que la discriminación es cualquier tipo de trato diferenciado o que sea menos 
favorable para determinadas personas, de igual forma incluye en el informe al acceso de los 
medios de formación profesional, admisión de las formas de empleo y de forma muy 
importante condiciones del trabajo de forma igual para todos los trabajadores.  
El Convenio sobre igualdad de remuneración (C100) que entró en vigor 23 de mayo 1953, 
nos señala que la remuneración comprenderá el sueldo básico o mínimo, o cualquier otra 
forma en dinero o especie que será pagado por el empleador a su trabajador, además los 
miembros deberán utilizar métodos vigentes de fijación de tasas mensuales para determinar 





de remunerativa, teniendo que aplicarse primigeniamente por la legislación nacional 
(artículo 2).  
De igual forma la Recomendación sobre la discriminación en materia de empleo y 
ocupación de la OIT, adoptada desde 1958, en la “Formulación y aplicación de la política”, 
nos define las formas de la discriminación y de igualdad, además que todo miembro debe 
tener una política nacional que encamine e impida la discriminación en cuanto a materia de 
empleo u ocupación, dándose mediante medidas legislativas, contratos colectivos y otros 
métodos compatibles a la nación, teniendo en cuenta varios principios como a) Fomento de 
igualdad de oportunidades y trato en materia de empleo u ocupación. b) Todas las personas 
deben gozar de igualdad de oportunidades. c) Los organismos deben aplicar una política de 
empleo no discriminatorio en sus actividades; sin embargo, es de vital importancia para la 
presente investigación señalar el literal d) Los empleadores no deberían practicar ni tolerar 
discriminaciones al contratar (p1).  
Entiéndase además que bajo esta recomendación es el mismo estado quien no debería 
dejar su lado proteccionista y cuidar y proteger al trabajador, no permitiendo desde su propia 
jurisdicción una trato diferenciado u creación de decretos que permitan una forma de 
discriminación  
La Recomendación sobre la relación de trabajo de la OIT, adoptada desde el 15 de junio 
de 2006, nos señala que la legislación nacional y los convenios colectivos, deben ofrecer una 
protección respecto a la existencia de una relación laboral entre el empleador y el trabajador, 
buscando de esta forma la lucha por un trabajo decente. Además, la política nacional debe 
adoptar muchas medidas, siendo la principal:  
“[…] Luchar contra las relaciones de trabajo encubiertas, en el contexto de, por ejemplo, otras 
relaciones que puedan incluir el recurso a otras formas de acuerdos contractuales que ocultan la 
verdadera situación jurídica, entendiéndose que existe una relación de trabajo encubierta cuando 
un empleador considera a un empleado como si no lo fuese, de una manera que oculta su verdadera 
condición jurídica, y que pueden producirse situaciones en las cuales los acuerdos contractuales 
dan lugar a que los trabajadores se vean privados de la protección a la que tienen derecho” (Literal 
b, punto 4). 
De igual forma los Estados vecinos, en relación a la forma de contratación administrativa, 
que realizan, guardan a diferencia del Perú una clara y adecuada protección de los derechos 





El inc. I, artículo 157° del Título segundo “Régimen social” de la Constitución Política 
del Estado de Bolivia, nos señala:  
“[…] salario mínimo, jornada máxima, trabajo de mujeres y menores, descansos semanales y anuales 
remunerados, feriados, aguinaldos, primas u otros sistemas de participación en las utilidades de la 
empresa, indemnización por tiempo de servicios, desahucios, formación profesional y otros beneficios 
sociales y de protección a los trabajadores”.  
El artículo 53° de la Constitución de Colombia:  
“[…] igualdad de oportunidades para los trabajadores; remuneración mínima vital y móvil, 
proporcional a la cantidad y calidad de trabajo; estabilidad en el empleo; irrenunciabilidad a los 
beneficios mínimos establecidos en normas laborales; facultades para transigir y conciliar sobre 
derechos inciertos y discutibles; situación más favorable al trabajador en caso de duda en la aplicación 
e interpretación de las fuentes formales de derecho; primacía de la realidad sobre formalidades 
establecidas por los sujetos de las relaciones laborales; garantía a la seguridad social”. 
El artículo 49° de la Constitución de Cubana: 
“[…] El que sufre un accidente en el trabajo o contrae una enfermedad profesional tiene derecho a la 
atención médica y a subsidio o jubilación en los casos de incapacidad temporal o permanente para el 
trabajo”. 
El inc. 7, artículo 82° de la Constitución de Nicaragua:  
“[…] Seguridad social para protección integral y medios de subsistencia en casos de invalidez, vejez, 
riesgos profesionales, enfermedad y maternidad; y a sus familiares en casos de muerte, en la forma y 
condiciones que determinen la ley”. 
El artículo 40° de la Constitución de Panamá:  
“[…] Toda persona es libre de ejercer cualquier profesión u oficio sujeta a los reglamentos que 
establezca la Ley en lo relativo a idoneidad, moralidad, previsión y seguridad sociales”. 
El inciso 11, artículo 8° de la Constitución de República Dominicana:  
“[…] La ley podrá, según lo requiera el interés general, establecer la jornada máxima de trabajo, los 
días de descanso y vacaciones, los sueldos y salarios mínimos y sus formas de pago, los seguros 
sociales, todas las providencias de protección y asistencia del Estado que se consideren necesarias en 
favor de los trabajadores, ya sean manuales o intelectuales”. 
b) Nacional  





“Toda persona tiene derecho a trabajar libremente, con sujeción a la ley”.  
Por ello Mantero, F. (2005), en el libro titulado “La Constitución comentada”, nos señala 
de la importancia de este derecho a libertad de trabajo, cuyo concepto comenzó a 
desarrollarse con la constitución francesa de 1793, como reacción contra un Estado 
corporativo, la cual se transmite a las constituciones del siglo XIX y XX, cuyo fin era evitar 
la injerencia del Estado, en cuanto a las designaciones de actividades a las que se tendría que 
dedicar los ciudadanos. Por lo tanto, es un instrumento de subsistencia y bienestar para el 
trabajador y su familia, es decir es un medio de realización para la persona, y que coincide 
con una idea vieja del derecho natural, en que nadie puede impedir una actividad honesta (p. 
195).  
El artículo 10° de la Constitución Política, nos dice: 
“El Estado reconoce el derecho universal y progresivo de toda persona a la seguridad social, para su 
protección frente a las contingencias que precise la ley y para la elevación de su calidad de vida”. 
Por ello el jurista Abanto, R. (2005), en el libro titulado “La Constitución comentada”, 
nos señala dentro de su enfoque jurídico que el Estado tiene el deber de reconocer a la 
seguridad social, como un sistema de protección contra alguna forma de “contingencia 
humana”, entendida como un evento que se produce en la vida de un individuo, como la 
vejez, la enfermedad, accidentes, o la muerte; utilizado, la redistribución de las aportaciones 
que los trabajadores realizan de forma mensual para poder atender tanto a la prestación de 
salud, como a las pensiones de los mismos o sus derechohabientes, el cual procuraría la 
elevación del nivel de bienestar y vida colectivos, y al mismo tiempo busca no afectar o 
variar su estatus socio-económico, logrando satisfacer las necesidades básicas del individuo. 
Además, debe considerarse que la seguridad social, es un derecho humano amparado desde 
1948 en la Declaración Universal de los Derechos Humanos, razón por la cual no puede ser 
ajena a los contenidos constitucionales presentes o futuros (p. 431).  
El artículo 11° de la Constitución Política, nos dice: 
“El Estado garantiza el libre acceso a prestaciones de salud y a pensiones, a través de entidades 
públicas, privadas o mixtas. Supervisa asimismo su eficaz funcionamiento […]”. 
Abanto, R. (2005), en el libro titulado “La Constitución comentada”, nos señala que en el 
primer párrafo se reconoce el libre acceso de todos los ciudadanos a una prestación de salud 





expediente N° 050-2004-AI-TC del Tribunal Constitucional, el cual declara un derecho 
fundamental a la pensión y a juicio del mismo lo define en tres elementos, el derecho de 
acceso a una pensión, derecho a no ser privado arbitrariamente de ella y a tener una pensión 
mínima vital (p. 439).  
El artículo 23° de la Constitución Política, nos dice: 
“[…] ninguna relación laboral puede limitar el ejercicio de los derechos constitucionales, ni desconocer 
o rebajar la dignidad del trabajador”. 
Mantero, F. (2005), en el libro titulado “La Constitución comentada”, nos señala que el 
constituyente ha querido recalcar a la dignidad de la persona desde un contexto especial 
como es la relación de trabajo, siendo que el articulo va en forma unilateral, ya que protege 
exclusivamente el derecho constitucional del trabajador, basándose en el contexto de 
subordinación de toda relación laboral, queda claro que ningún contrato laboral puede 
establecer limitaciones de los derechos constitucionales reconocidos por la constitución, o 
afectar derechos de la dignidad del trabajador (p. 532).  
El artículo 26° de la Constitución Política, nos dice:  
“Igualdad de oportunidades sin discriminación […]”  
El artículo 27° de la Constitución Política, nos dice:  
“La ley otorga al trabajador adecuada protección contra el despido arbitrario”. 
El jurista Dolorier, J. (2005), en el libro titulado “La Constitución comentada”, nos 
comenta que este articulo ha sido materia de varias discusiones doctrinales y 
jurisprudenciales más importantes dentro del laboralismo peruano, el derecho de protección 
a los trabajadores de no ser despedidos por sus empleadores y el alcance que tiene dicha 
protección dentro del marco constitucional. Teniendo en el desarrollo doctrinario del 
derecho laboral definido como la estabilidad laboral, en donde se ve la afirmación de la 
doctrina laboralista que concuerda en señalar que este derecho comprende dos aspectos; 
primero, una estabilidad laboral de entrada, la cual se refiere a la preferencia en la 
contratación de duración indefinida, y solo celebrar contratos temporales cuando la labor a 
cumplir sea de esa naturaleza; segundo, una estabilidad laboral de salida, la cual se 





El artículo 219° del Sub Capitulo II de título “Compensación por tiempo de servicio -
CTS” de la Ley General del trabajo, nos señala que:  
“La CTS tiene por objetivo principal la previsión de las contingencias que originan el cese del trabajador 
[…]”. 
Artículo 1 del Decreto supremo N° 001-097-TR del Texto único ordenado de la Ley de 
compensación por Tiempo de Servicios, nos señala que: 
“[…] tiene la calidad de beneficio social de previsión de las contingencias que origina el cese en el trabajo 
y de promoción del trabajador y su familia”.  
Para el profesor laboralista Luis Ugarte (como se citó en Márquez, 2010), detalla al 
derecho de trabajo indicando sus diversas funciones, al mismo tiempo que se preocupa por 
la protección de los derechos laborales que han permitido asegurar, aunque mínimamente a 
la no vulneración del trabajado, buscando al mismo tiempo democratizar el poder de 
dirección y las políticas para el trabajo, todo ello enfocado para lograr un trato digno y justo 
que garantizaría una sociedad democrática (p.18).  
1.3 MARCO TEÓRICO 
1.3.1 DERECHO LABORAL  
Debemos entender que por derecho laboral observaremos a todo el conjunto de leyes, 
reglas y principios, los cuales tendrán por objetivo regular y establecer a los diversos 
regímenes laborales existentes que caracterizan al derecho de trabajo. A demás debemos 
tener en cuenta que dentro del derecho laboral no hemos tenido anteriormente alguna 
base ni consuetudinaria, ni por la costumbre y este solo ha podido surgir a través de la 
lucha constante de los trabajadores y obreros desde muchos siglos atrás. 
 
Para De Diego (2011), en su libro titulado “Derecho de trabajo” es una rama del derecho 
privado que se ocupara de todas las relaciones colectivas e individuales entre los 
empleadores y trabajadores independientes, las cuales tendrán por finalidad regular sus 
obligaciones y derechos” (p. 49).  
 
Gómez, F., (2015), en su libro titulado el “Derecho del trabajo individual-relaciones 
individuales de trabajo”, nos dice que el derecho de trabajo es un estudio de las 





realice la remuneración, el mismo no puede proteger las diversas manifestaciones de 
trabajo que se presenten. (p. 10). 
▪ Antecedentes  
La evolución que ha tenido el derecho del trabajo partiendo desde la Revolución 
Industrial, la cual se entiende como aquella época de transformación tecnológica y social 
que tuvo sus inicios en el siglo XVIII, y al mismo tiempo dio paso para el surgimiento 
de una nueva clase social que comenzó a laboral para las industrias que necesitaban de 
la fuerza laboral llamados obreros o proletariados (Arévalo, 2016, p.40). 
 
Al mismo tiempo para definir las condiciones de trabajo para ellos, Arévalo (2016) 
sostiene al respeto: 
[…] En esas épocas eran totalmente inhumanas, ya que se les exigía laborar jornadas largas, en 
lugares con infraestructuras peligrosas e insalubres, siendo además de ellos que los pagos o salarios 
eran demasiado bajos, y no contaban con protección social por parte de sus empleadores. Pero la 
situación anteriormente descrita llevo a protestas y luchas obreras que en muchos casos fueron 
violentas como la famosa Revolución Francesa de 1848, surgida en parís, así como el pensamiento 
capitalista que empezó a correr y dio paso al cambio social. (p. 40). 
 
1.3.2 RELACIÓN LABORAL  
Las relaciones laborales son la conexión existente entre dos o más personas dentro del 
ámbito laboral. Por ello Izquierdo (2016), señala que: 
“las relaciones laborales nacieron como una categoría de la realidad social […] como una forma de 
relaciones de poder e intercambio inestables, el cual afecta principalmente a el capital y el trabajo  
(p. 283)”. 
La OIT (2016), nos señala además que:  
“Las relaciones laborales y el diálogo social eficaz no sólo son medios para promover mejores 
salarios y condiciones de trabajo, sino también la paz y la justicia social”2 (OIT, 2016). 
Así mismo, las relaciones laborales son sin duda alguna el punto fundamental para el 
desarrollo o retraso socio-económico de cada país. Díaz (2014), señala que “Cada 
relación laboral debe tener como base el respeto y estricto cumplimiento de los derechos 
y obligaciones que de ellas se produzcan, será la fuente y la razón de las relaciones 
laborales de paz y desarrollo de los pueblos” (p. 195). Se puede decir que el problema 
                                                             






subyace en el marco de la naturaleza productiva, lo que enfatiza la necesidad del 
desarrollo de las teorías y el estudio del sistema socio-económico. 
 
Existe una multiplicidad de definiciones para las relaciones laborales, siendo para ella 
la primera, aquella que la define como el conjunto de relaciones que se darán en el 
ámbito del trabajo entre los sujetos colectivos e individuales que están unidos por el 
trabajo dependiente, es decir, el conjunto de relaciones que se dan entre los actores 
principales que se relacionan en el ámbito laboral. Así mismo viéndose desde una 
perspectiva amplia, una relación laboral, puede considerarse como aquellas relaciones 
sociales originadas, desarrolladas y experimentadas en el tramo del ámbito laboral, y 
siendo más específico del trabajo asalariado, ya que el sistema está compuesto por los 
mecanismos y relaciones sociales que las regulan (Díaz A., T. 2014, p. 196). 
▪ Sujetos de la relación laboral  
La norma de trabajo peruana no ha determinado, ni ha desarrollado, características de 
los sujetos que debe haber en una relación laboral, a pesar de la importancia que tendría 
la ordenación de esta naturaleza. 
 
Toyama, J. (2015), nos indica que la importancia radica en reconocer a los sujetos que 
hacen viable la relación laboral, pero sin dejar de reconocer la importancia de la 
naturaleza de cada uno, ya que en la actualidad resulta cada día más complejo poder 
reconocer a alguna de estas partes, debido a los nuevos fenómenos en el ámbito del 
trabajo, a la creación de los modernos sistemas económicos, al desarrollo laboral 
autónomo, etcétera, para que la normatividad laboral logre brindar la tutela apropiada 
en el desenvolvimiento de el mundo laboral. Toyama es claro al enfatizar que los sujetos 
intervinientes de una relación laboral son el Trabajador y el Empleador, a quien pasa a 
definir de la siguiente forma: 
[…] El Trabajador, en el Perú no hay alguna norma general que nos brinde algún alcance o 
definición precisa sobre el trabajador, así como el que hay dentro de la legislación española 
en su artículo primero de los estatutos del trabajador. No obstante, es preciso señalar que, 
dentro de LPCL, la cual está aprobada por el D.S N° 003-97-TR, atribuye como definición 
al trabajador y el Empleador es la otra parte de la relación jurídica laboral, y tal como sucede 
en la ley laboral no se ha definido que se entiende por empleador, teniendo por una 





El D.S. N° 018-2007-TR del Trabajo y Promoción Del Empleo, instituyen las 
disposiciones concernientes al uso del documento designado Planilla Electrónica, 
nos define dentro de su artículo primero, inciso a, al empleador3 como: 
“[…] Toda persona natural, empresa unipersonal, persona jurídica, sociedad irregular o de 
hecho, cooperativa de trabajadores, institución privada, empresas del Estado, entidad del 
sector público nacional inclusive a las que se refiere el Texto Único Actualizado de las 
Normas que rigen la obligación de determinadas entidades del Sector Público de proporcionar 
información sobre sus adquisiciones, aprobado por el Decreto Supremo Nº 027-2001-PCM 
y normas modificatorias, o cualquier otro ente colectivo, que remuneren a cambio de un 
servicio prestado bajo relación de subordinación. (D.S. N° 018-2007-TR, Art. 1 inc. a).  
 
En la actualidad la globalización ha causado que la figura del empleador tenga diversas 
manifestaciones, que irían desde una relación bilateral común entre una persona natural 
frente a otra, hasta una de carácter triangular o multilateral, como el outsourcing o 
tercerización de servicios, la intermediación laboral o los services, la subcontratación, 
etcétera. Estas nuevas formas han servido para que el trabajador se confunda al 
momento de identificar al empleador (Toyama, 2015, pp. 48). 
▪ Elementos esenciales  
Los elementos esenciales que tiene toda relación laboral son la subordinación que tiene 
un trabajador frente a su empleador, quien lo guiara y controlara; la prestación personal 
de servicios que es ejercida por el trabajador; y, la remuneración que se le hará al 
trabajador por los servicios que ofrece en subordinación al empleador.  
 
Mercado Gonzales, C. (2017), en su tesis titulada “Crodwork offline o uber economy 
y su impacto en las Relaciones laborales” para optar el grado de segunda especialidad 
en Derecho del Trabajo y de la Seguridad Social, nos señala que la relaciones labores 
estarán siempre unidas con la prestación personal del servicio, la subordinación y la 
remuneración, siendo sus elementos esenciales y que permanentemente estarán presente 
en cualquier relación de naturaleza laboral; pues si cualquiera de ellos está ausente, no 
sería una relación laboral (p. 12). 
                                                             







El artículo 23.2 de la Ley 29497, Nueva Ley Procesal del Trabajo, nos especifica que 
cuando acreditamos que hubo una prestación de servicios, presumimos que hubo un 
vínculo laboral.  
El análisis elaborado para la reforma del derecho laboral individual por Alarcón, M. et 
al. (2016), en su libro titulado “Comentarios a la Ley de Productividad y Competitividad 
Laboral”, nos señala de forma clara y concisa los elementos esenciales que debería tener 
una relación laboral, son los siguientes: 
La subordinación supondrá que, dentro de un contrato de trabajo, el trabajador sujeta su 
trabajo al control y dirección del empleador. No olviden que esta característica estará 
presente exclusivamente en toda relación laboral siempre, aunque no con la misma 
intensidad. Esto se da a que hay trabajadores que, por su calificación técnica o porque 
prestan servicios fuera del centro laboral, no se encuentran sujetos a la dirección y el 
control penetrante; sin embargo, ello no significa que el empleador no tenga la facultad 
de dirigir y controlar el trabajo; La prestación personal de servicios será el trabajo que 
realizará el trabajador para el empleador. Por lo mismo es un elemento que deberá estar 
presente dentro de cualquier forma de relación producto de un acuerdo de prestaciones de 
servicio. Pero debemos tener en cuenta que, en una relación de trabajo, dicha prestación 
de servicio es de carácter personal, esto implica que el trabajo acordado deberá ser 
realizado exclusiva y únicamente por el trabajador, ya que lo que busca el empleador o le 
interesa es ejercer un control y dirección del trabajo realizado por el trabajador. Es decir 
que el trabajador no podría por cuenta propia decidir ser sustituido por un tercero, o tener 
colaboradores, estas decisiones serán exclusivamente del empleador. En caso que el 
empleador sea quien decida contratar o sustituir al trabajador, que se ha retirado por 
vacaciones, cese, licencia, etcétera, se iniciara de nuevo la contratación y será distinta e 
independiente la relación actual de la anterior; La remuneración, en donde los trabajos 
realizados en forma libre a favor de un tercero, supondrá un pago a cambio del mismo. 
En el ámbito laboral, el pago es llamado remuneración. A demás para que se configure la 
remuneración, no será necesario que esta se haga cierta; simplemente bastara que se 
realice el contrato y el contratista estará obligado a dar la remuneración acordada. 
Entonces la remuneración es pagada por el empleador y será reciba por el trabajador, ya 
que es el primero quien ejerce el control y dirección sobre el segundo (pp. 34-37).    
▪ Suspensión de la relación laboral  
El laboralista Dolorier, J. (2010), en su libro titulado “Tratado práctico del derecho 
laboral”, nos señala que en todo contrato de trabajo puede existir una suspensión, es 





o no mantenerse la retribución económica que tiene el empleador con el trabajador, sin 
afectar la relación laboral. Pero una vez terminada la suspensión, se restaurará las 
obligaciones de las partes de la relación laboral (p. 337). 
▪ Extinción de la relación laboral 
Nuestra regulación normativa en cuanto a la extinción de la relación laboral, ha querido 
ser clara y precisa, incluyéndolo formalmente de la Ley de Productividad y 
Competitividad Laboral en adelante LPCL, literal del a) a la h), artículo 16°4 de la 
LPCL.  
 
Gráfico 2: Relación Laboral 
Fuente: Elaboración Propia 
1.3.3 CONTRATO DE TRABAJO  
Asquerino, M. (2015), en su tesis titulada “El período de prueba en los contratos de 
trabajo”, para obtener el grado de doctor en la universidad de Sevilla, España, nos habla 
que el contrato y el periodo de prueba a diferencia de muchas ajenas instituciones que 
parten del derecho de trabajo, han sido heredadas del ámbito o derecho civil (p. 12). 
 
                                                             
4 Son causas de extinción del contrato de trabajo: 
a) El fallecimiento del trabajador o del empleador si es persona natural; 
b) La renuncia o retiro voluntario del trabajador; 
c) La terminación de la obra o servicio, el cumplimiento de la condición resolutoria y el vencimiento del plazo en los contratos 
legalmente celebrados bajo modalidad; 
d) El mutuo disenso entre trabajador y empleador; 
e) La invalidez absoluta permanente; 
f) La jubilación; 
g) El despido, en los casos y forma permitidos por la Ley; 
h) La terminación de la relación laboral por causa objetiva, en los casos y forma permitidos por la presente Ley 
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Según Muñoz, J. (s.f.), en su diapositiva titulada el “Contrato de trabajo”, y difundida 
a través de la Universidad de San Martin de Porres del Perú, y siguiendo las líneas del 
jurista Caballenas, nos indica que el contrato de trabajo es aquel que tiene por finalidad 
que exista una prestación de servicios continuada de forma privada y además haya una 
retribución económica, donde será una de las partes a quien se le denominara empleador 
y será quien ejerza la contraprestación remunerativa a cambio del esfuerzo del otro que 
se encuentra bajo su dependencia o subordinación (diapositiva 4).  
 
Según Echeverría, M. y Vergara, M. (2001), en su artículo titulado la “Cesión de 
trabajadores: quiebres en el contrato de trabajo” de la Universidad de Zulia en 
Venezuela, nos especifica que a finales de los últimos años se ha creado una nueva 
figura laboral de empleo y forma de trabajo, con la finalidad de aumentar el trabajo. 
Teniendo, además que entender que no son entidades cualesquiera las que asumirían la 
condición de empleador, o que se harían cargo de la administración de la relación de 
trabajo. Estas instituciones proveerían a los trabajadores, bajo la suscripción y termino 
del contrato, el pago de las remuneraciones, gastos previsionales, y otras que deriven de 
la misma función. Para estos casos tenemos como ejemplo a las instituciones que 
realizan contratos de forma temporal, las cuales a pesar de ello se vinculan con un 
contrato de trabajo entre el empleador, el cual pone a disposición a veces de otra 
institución con la que un trabajador muchas veces no está vinculado bajo un contrato. A 
este tipo de relaciones de contrato laboral nos especifica el autor que los llamaría 
contratos de trabajo bajo relaciones triangulares, donde el riesgo es notorio y deben ser 
declaradas fraudulentas o simuladas entre el empleador insertado y el trabajador (p. 2).   
1.3.3.1 Características 
Debemos recordar que, dentro de nuestro ordenamiento legal, precisamente dentro del 
artículo 1351 del código civil, un contrato siempre tendrá como parte esencial la 
voluntad de una o más personas, el mismo que se puede crear, regular, modificar o 
extinguir. Sin embargo, es claro recordar y afirmar que los contratos concernientes a el 
ámbito laboral tendrán sus propias reglas, la misma que le brindara un carácter especial 
y diferenciado de aquellos contratos civiles que regula nuestra norma antes citada 
(Art.1351 C.C.).  
Por lo mismo debemos tener en cuenta que dentro del ámbito laboral las características 





“Constitucionalidad y derechos civiles del contrato administrativo de servicios”, tesis 
para optar el grado de magister en derecho con mención con derecho civil empresarial 
nos define a: 
Gráfico 3: Contrato de Trabajo 
Fuente: Elaboración propia.  
▪ Autonomía de la voluntad  
Esta característica nos hace entender de forma contundente, que todo contrato laboral, 
siempre se regirá por el principio de la autonomía de voluntad, es decir el libre albedrío 
que tiene el ser humano para decidir sobre lo que necesite, lo cual le permite gozar de 
su libertad para contratar, siempre y cuando esta no contravenga las disposiciones 
amparadas dentro del inciso 14, articulo 2 de nuestra carta magna. A demás recordemos 
que, dentro de la ley, ya están especificadas por ejemplo los derechos a asignación 
familiar, vacaciones, además de algunos puntos que entre la relación laboral de forma 
particular acuerden, esto como se devuelve a decir, siempre y cuando por ejemplo en 
caso de las remuneraciones no deje de ser el mínimo vital, acordado por ley o el trabajo 
no exceda de las horas máxima vitales.  
▪ La consensualidad  
En concordancia con la otra característica, también se regirá por la consensualidad, es 
decir que el contrato se tomara en cuenta simplemente desde el consentimiento entre el 
trabajador y el empleador, para el inicio; el acuerdo entre ambas partes, daría inicio al 
nacimiento del contrato de trabajo, siendo que tal manifestación se pueda dar de forma 
expresa o tácita, verbal o escrita, con los formulismos previstos dentro de la ley de 
servicio o el régimen laboral acordado. Pero podría darse que la ley no exija alguna 
forma determinada para un tipo de contrato, esto sería un contrato no solemne, y dicho 
escrito solo serviría como una prueba. Ejemplo de ellos tendríamos al contrato 
administrativo de servicios, regulado por la ley N° 1057, el cual exige formalidades, 
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desde el inicio de la convocatoria hasta la suscripción del contrato, el cual nos hace 
entender que nos encontraríamos bajo una forma de contrato ab solemnitatem. 
▪ La buena fe  
Característica con la cual el contrato se celebra, ya que vincula al trabajador y 
empleador a tener que actuar bajo los principios y valores humanos que hagan posible 
la relación contractual del régimen laboral en forma armoniosa y con particularidades 
idóneas que permitan su buen funcionamiento (pp. 71-78). 
1.3.3.2 Sujetos del contrato laboral 
Para Chacartegui, C. (1998), en su tesis titulada el “Contrato de trabajo y empresas 
temporal” para obtener el grado de doctor en derecho de Barcelona, nos especifica que 
dentro de los contratos mercantiles, civiles y otro, veremos que se pueden admitir a más 
de dos partes, sin embargo, dentro de los contratos laborales solo podemos admitir a dos 
personas, el empleado, que generalmente es una persona natural y el empleador, el cual 
puede tener personería jurídica o natural y donde se verá que exista una contraprestación 
económica a favor del empleado (p. 115). 
1.3.3.3 Objeto del contrato de trabajo  
Para Charrutti, M., (2015), en su tesis titulada “Los limites jurídicos al poder de 
dirección del empleador: especial consideración de la profesionalidad del trabajador”, 
para obtener el grado de doctor en España, nos explica que el objeto del contrato de 
trabajo va a ser el requisito esencial para la validez de los mismo y para las obligaciones 
que se contraigan dentro. Ya que debemos entender que el contrato de trabajo genera 
una serie de deberes en cada uno de los sujetos, teniendo en cuenta que de un lado sería 
el trabajo o la prestación de servicios para el empleado y de la otra parte el pago 
económico acordado por parte del empleador (p. 66).   
Las mismas características son aplicadas en Perú, además de los beneficios ya 
previstos por los regímenes de nuestra norma o el tipo de régimen en el que haríamos 
nuestro contrato, teniendo en cuenta el tipo de plazo indeterminado o determinado u 
otros regímenes especiales existentes.  
 
1.3.4 PRINCIPIOS LABORALES  
Manuel Atienza y Ruiz Manero, en su libro titulado “Sobre principios y reglas”, 





primeros configuran el caso en forma abierta, mientras las otras en forma cerrada y por 
tanto constituyen un grupo cerrado (1991, p. 108).  
Igual forma es Robert Alexy en su libro titulado la “Teoría de los derechos 
fundamentales”, nos indica la distinción entre una y otra. Para él las reglas son normas 
que se deben cumplir de forma plena, es decir si la regla es válida, estas deben ser 
cumplida de acuerdo a lo que se ordena, bajo este punto por su carácter estas pueden ser 
o no acatadas; y los principios serán mandatos que buscan optimizar una situación y 
pueden ser cumplidas por diversas categorías y porque las medidas para su cumplimiento 
no solo dependen de las posibilidades fácticas sino también de las jurídicas.   
- Fuente supletoria. - Los Principio que tiene el derecho de trabajo entraran de forma 
supletoria cuando en la ley se encuentran vacíos o lagunas, y no hay jurisprudencia, 
costumbre y algún uso aplicable.  
- Fuente interpretadora. - Se usarán los principios como forma interpretativa cuando 
haya confusión o muchas interpretaciones posibles.  
 
▪ Principio de progresividad de los derechos constitucionales: 
El principio en mención tiene el soporte en el Derecho Internacional de los Derechos 
Humanos, en el artículo 2.1. del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales 
y Culturales de 1966, el cual nos recuerda que todos los Estados partes tiene la obligación 
de buscar el desarrollo de progresividad de los derechos económicos, culturales y 
sociales.  
El ex magistrado del Tribunal Constitucional Eto Cruz, señalo su postura “referente al 
principio de progresividad en cuanto a los derechos laborales, los cuales deben mejorar 
su situación de acuerdo al paso del tiempo y no con la creación de otros regímenes que 
presenten disminución en sus derechos laborales, con la finalidad de eliminar la 






Gráfico 4: Principios de derecho laboral 
Fuente: Elaboración Propia 
 
▪ Principio de Igualdad y no discriminación: 
Este principio se consagra bajo el numeral 2 artículo 2°5 de la Constitución Política, el 
cual nos hace referencia a que todos somos iguales ante la ley; por tanto, nadie puede ser 
discriminado por ningún motivo y bajo ninguna circunstancia.  
En igualdad de ideas el artículo 26°6 de la carta magna nos hace referencia a que todos 
los trabajadores tienen oportunidades iguales y sin distinción de ninguna clase, así como 
que ningún trabajador puede ser despojado de los derechos reconocidos en la Constitución 
y la ley debe darle una interpretación favorable en casos de duda. No siendo ajeno sobre 
el particular el propio TC, en su expediente N° 008-2005-PI, nos señala que el principio 
constitucional referente a la igualdad dentro del ámbito laboral, es una regla para evitar 
la discriminación y resaltar la igualdad ante la ley de todos los trabajadores. Además, 
dicha regla asevera la protección de los derechos laborales, igualdad de oportunidad en el 
acceso y tratamiento durante el empleo. 
 
                                                             
5 Art. 2 de la C.P. “A la igualdad ante la ley. Nadie debe ser discriminado por motivo de origen, raza, sexo, idioma, religión, 
opinión, condición económica o de cualquiera otra índole”. 
6 Artículo 26°. - En la relación laboral se respetan los siguientes principios: 
1. Igualdad de oportunidades sin discriminación. 
2. Carácter irrenunciable de los derechos reconocidos por la 
Constitución y la ley. 
3. Interpretación favorable al trabajador en caso de duda insalvable 
sobre el sentido de una norma. 
Fuente supletoria
Fuente interpretadora
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Para Huamán, E. (2010), en su artículo titulado “El CAS y su análisis constitucional a 
través del proceso de amparo”, nos señala que el CAS, otorga derechos laborales 
disminuidos; y, no es una medida idónea ya que no persigue ningún fin constitucional 
válido, solo busca un fin económico y al mismo tiempo innecesario ya que existen otros 
regímenes con derechos reconocidos. Por tanto, no existe proporcionalidad entre las 
ventajas y desventajas, ya que son mayores las desventajas (p. 6).  
 
▪ Principio de la primacía de la realidad: 
Este es uno de los principios de mayor relevancia, ya que ha sido invocado asiduamente 
y aplicado en varias demandas por los operadores de justicia. Pla Rodríguez7, en su libro 
“Los principios del Derecho Laboral”, nos señala que, en el caso de discordancia entre 
la práctica y los documentos, tiene que tenerse preferencia a lo primero; es decir, a lo que 
sucede dentro del ámbito de los hechos (p. 18).  
 
Además, es necesario señalar que respecto a este tema el TC ha indicado que el principio 
de primacía realidad es un elemento que no se encuentra de forma expresa dentro de 
nuestro ordenamiento. Pero bajo la Sentencia del Tribunal Constitucional en el 
Expediente N° 1944-2002, en fundamento 18, señala:  
“[...] en caso de discordancia entre lo que ocurre en la práctica y lo que fluye de los documentos, 
debe darse preferencia a lo primero; es decir, a lo que sucede en el terreno de los hechos”.  
 
▪ Principio in dubio pro operario:  
Bajo lo normado dentro del principio presente se entiende que, en caso de duda de la 
norma establecida, esta se debe interpretar a favor del trabajador. La doctrina jurídica en 
forma casi unánime ha establecido que “el criterio que debe utilizar el intérprete o el juez, 
en la elección de varios sentidos de una norma, este debe escoger el más favorable para 
el trabajador. Sin embargo, solo se puede recurrir en casos de duda para determinar el 
razonamiento correcto, cuando la misma genere varios sentidos, no pudiendo ser utilizada 
para corregir o adicionar una norma”.  
 
 
                                                             
7 Pla Rodríguez: “En el caso de discordancia entre lo que ocurre en la práctica y lo que fluye de los documentos, debe darse 





1.3.5 BENEFICIOS LABORALES   
Hablar de los beneficios laborales es ir a la satisfacción que debe sentir un empleado 
y un empleador, para poder dar de una forma profesional y competitiva en el mercado 
laboral el mejor compromiso de contrato. Por lo mismo considero que ya no bastaría 
solo con dar una remuneración, si no que se debería ir más allá de un aspecto económico, 
lo que se debe lograr, es llegar a la parte subjetiva de ambos, buscando en todo momento 
el fortalecimiento y la óptima calidad de vida para los trabajadores.  
 
Gómez, F. (2015), en su libro titulado “Derecho del trabajo individual”, realizado en 
Lima, nos indica claramente que todos los empleados que estén contratados bajo el 
régimen de duración indeterminada, tienen el derecho de recibir todos los beneficios 
que se den por ley, costumbre e inclusive pacto, y la estabilidad laboral luego de 
superado el periodo de prueba. Esto ha permito ver que en la actualidad muchas 
instituciones, permitan que sean los trabajadores quienes pueda elegir sus derechos 
sociales, repartiéndolos en tres aspectos; el primero, para los trabajadores estables; el 
segundo, los trabajadores que tienen la condición de contratados; el tercero, para todos 
aquellos que tengan la condición de contratados a tiempo indeterminado, los modales, 
y especiales (p.58).  
 
Según La Torella M. (2014) en su tesis titulada “Beneficios laborales: Una 
herramienta de gestión estrategia en puestos medios altos”, para optar el grado de 
Maestría en la Universidad de Buenos aires, no comenta que dentro del mudo del trabajo 
los beneficios laborales significan, ir más lejos de la complacencia que puede sentir el 
trabajador o el empleador por remunerar a un nivel competitivo dentro del mercado. Por 
lo mismo, debemos entender que el dinero ya no es suficiente y en contraposición a ello, 
si lo hacen los aspectos no pecuniarios y emocionales como la seguridad y desarrollo 
que optimizan la calidad de vida en el ámbito laboral (p. 4).   
 
Es por ello que se ha pensado dentro de nuestro ordenamiento jurídico los siguientes 
beneficios laborales, que en la actualidad se han ido implementando poco a poco a cada 







▪ Prestaciones alimentarias  
El artículo 1 de la Ley 28051, “Ley de prestaciones alimentarias en beneficios de los 
trabajadores sujetos al régimen laboral de la actividad privada”, nos indica que se darán 
las prestaciones alimentarias con un fin promocional en favor del trabajador, con el 
objetivo de mejorar sus ingresos, de igual forma en su reglamento  este beneficio es de 
carácter voluntario, y se da a través de cupones, vales u otros análogos y bajo un acuerdo 
individual o colectivo entre los sujetos de la relación laboral, materializando con la 
entrega de los mismos.  
 
Gráfico 5: Beneficios Laborales 
Fuente: Elaboración Propia 
▪ Asignación familiar  
La asignación familiar es abonada por el empleador junto con el pago de la 
remuneración, más un 10% y es considerado como un concepto remunerativo, por lo 
mismo es computable para el cálculo de los beneficios sociales. Se encuentra regulado 
por el: 
Artículo 1 de la Ley N° 251298, nos indica que los trabajadores cuya remuneración no 
se regule por una negociación colectiva, debe percibir un equivalente al 10% del ingreso 
mínimo legal, como concepto de asignación familiar.  
 
                                                             
8 Artículo 1° Ley N° 25129 “A partir de la vigencia de la presente Ley, los trabajadores de la actividad privada cuyas 
remuneraciones no se regulan por negociación colectiva, percibirán el equivalente al 10% del ingreso mínimo legal por todo 
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▪ Gratificaciones legales  
Las gratificaciones, serán las sumas de dinero que entrega un empleador al trabajador, 
independiente de la modalidad de contratación o el tiempo de prestación de servicios, 
como una forma de remuneración mensual adicional. El pago se da por motivos de 
fiestas patrias y navidad en los periodos computables de enero a junio y de julio a 
diciembre, siendo que cada quincena de julio y diciembre vencen los plazos para abonar 
las gratificaciones.  
Para Coronado, J. (2014), en su libro titulado “Manual de los regímenes laborales 
especiales: normatividad y asesoría aplicada”, realizado por el Instituto del Pacifico de 
Lima, nos indica que las gratificaciones a su criterio deben corresponderles a los 
trabajadores a tiempo parcial o los que son de plazo indeterminado. Por lo tanto, no 
podría corresponder este beneficio a los que se encuentren realizando prácticas como 
las pre profesionales, las de capacitación juvenil u otras. Para el la gratificación es un 
tipo de merced conductiva de beneficio que le correspondería como parte de las 
utilidades con las que el empleador va a beneficiar al trabajador (p. 33). 
La Ley N° 27735 “Ley que regula el otorgamiento de las gratificaciones”, que nos 
indica que el trabajador tiene derecho a percibir dos gratificaciones en el año.   
El artículo 1 de la Ley N° 303349“Ley que establece medida para dinamizar la economía 
del año 2015”, que nos indica que las gratificaciones de fiestas patrias y navidad no 
están afectas a aportaciones, descuentos, contribuciones u otras.  
Ley N° 29351, la ley que reduce costos laborales a los aguinaldos y gratificaciones por 
fiestas patrias y navidad.  
▪ Seguro de vida ley 
El seguro de vida ley, es un beneficio y un seguro que puede contratar el trabajador 
desde el 3 mes de trabajo, el cual le generaría un descuento al mismo y de forma 
obligatoria el empleador, cuando el trabajador cumple 4 años de labor continua, las 
cuales te cubrían por muerte natural, accidental o invalidez total y permanente originada 
por un accidente.  
                                                             
9 Artículo 1° Ley N° 30334 “Las gratificaciones por Fiestas Patrias y Navidad no se encuentran afectas a aportaciones, 






El inciso 4 del artículo 302 del Código Civil10 y s.s., nos indica que el seguro de vida 
corresponde al colectivo y va primero en beneficio del cónyuge o conviviente, los 
descendientes, solo a falta de ellos iría para los ascendientes o hermanos menores de 18 
años.  
El congreso mediante la Ley N° 25327, le ha delegado al poder ejecutivo, poder 
legislar sobre decretos legislativos vinculados a el fomento del empleo o destinadas a la 
consolidación de beneficios sociales actualmente vigentes, indicándonos expresamente 
que el seguro de vida requiere consolidarse sin distinción de ningún trabajador 
empleador u obrero.  
▪ Utilidades  
Las utilidades son las ganancias repartidas de una entidad donde el trabajador presta 
sus servicios y la misma cuenta con más de 20 trabajadores y que desarrollen rentas de 
3ra categoría.  
Reguladas por el Art. 2 del D.L. N° 892, y el D.S. 017-2011-TR, que indica la 
optimización de las utilidades de los remanentes. 
▪ La compensación por tiempo y servicios (CTS) 
Entendemos que la CTS, es un beneficio social, cuya finalidad es prever las posibles 
contingencias o el riesgo que originan con el cese del trabajador en favor de este o de 
su familia. Los depósitos deben darse en los meses de mayo y noviembre de cada año.  
Artículo 1° de la Ley 2935211 “Ley que establece la libre disponibilidad temporal y 
posterior intangibilidad de la CTS”, nos indica que su objetivo es devolver a la CTS su 
naturaleza de seguro de desempleo, que permitirá al trabajador poder asegurarse de 
cualquier eventualidad que suceda por la pérdida o cese del empleo.  
Para Cruz, H., (2014), en su tesis titulada “Manual de los regímenes laborales 
especiales”, para obtener su título de contador público, nos especifica que la 
compensación por tiempos y servicios, es un fondo previsional para proveer las 
contingencias que se podrían originar cuando exista el cese del trabajador, este devendrá 
desde el primer mes que el empleado haya iniciado su relación laboral. Sin embargo, 
este tendrá algunas características para que se pueda concretar, como el que por lo 
                                                             
10 Inciso 4 Art. 321.- Son vienes de cada cónyuge “La indemnización por accidentes o por seguros de vida, de daños 
personales o de enfermedades, deducidas las primas pagadas con bienes de la sociedad” 
11 Art. 1 Ley 29352 “El objeto de la presente Ley es devolver a la Compensación por Tiempo de Servicios (CTS) su naturaleza 






menos el empleador tenga un trabajador, laborando mínimo una jornada de cuatro horas, 
además se pagara dentro de los primero quince días naturales en el mes de mayo y 
noviembre (p. 31). 
El artículo 219° del Sub Capitulo II de título “Compensación por tiempo de servicio -
CTS”12 de la Ley General del trabajo, nos señala que la CTS tiene por objeto prioritario 
la previsión de las contingencias  
Decreto Supremo N° 001-97-TR, en su cuarta disposición Derogatoria y final del D.L. 
N° 857, autoriza al Poder Ejecutivo, para que a través del T.U.O. del D.L N° 650, que 
nos indica que la C.T.S. tiene una calidad de beneficio social de previsión de 
contingencia por el cese del trabajador y promoción del trabajador y su familia, se 
deposita semestralmente en la institución elegida por el trabajador. Están comprendidos 
los trabajadores que tengan una jornada mínima diaria de 4 horas.  
El artículo 2° Decreto Supremo N° 004-97-TR13, nos hace referencia a la naturaleza 
de la compensación y efectos del pago, aquellos trabajadores que hubiesen suscrito 
convenios de remuneración integral anual.  
▪ La protección contra el despido arbitrario  
Vargas, N. (2015), menciona que el derecho laboral ha tenido una ardua lucha para 
poder conseguir que se establezca una protección contra el despido arbitrario en contra 
del empleado, permitiendo de esta manera que el despido sea únicamente por causa justa 
y siguiendo un procedimiento legal. De igual forma los tratados internacionales también 
protegen la importancia de la protección del despido, y lo constituyen como un derecho 
innato del trabajador,  por lo que de haber alguna interrupción por parte del empleador, 
solo sería admitida en los casos previos que la ley y el ordenamiento nacional, es decir 
que bajo ninguna circunstancia se admite la existencia de un despido arbitrario, y de 
darse este se ventilara en el juzgado laboral correspondiente, obteniendo la reposición o 
indemnización (p.79). 
 
                                                             
12 Art. 219° de LGT “La compensación por tiempo de servicios o CTS tiene por objeto prioritario la previsión de las 
contingencias que origina el cese del trabajador, y es equivalente al ocho y treinta y tres centésimas por ciento (8.33%) de lo 
percibido por el trabajador en cada mes, incluyendo el total de las remuneraciones fijas, variables y ocasionales pagadas”.  
13 Art. 2 D.S. N° 004-97 “No se encuentran obligados a efectuar los depósitos semestrales de la compensación por tiempo 
de servicios, los empleadores que hubiesen suscrito con sus trabajadores convenios de remuneración integral anual que 





1.3.6 LA CONTRATACIÓN LABORAL DENTRO DEL SECTOR PÚBLICO  
En nuestra constitución se ha reconocido la presencia de dos regímenes laborales entre 
los que tenemos al que se realiza por la actividad privada y al del sector público. 
Teniendo así dentro de los artículos del 22° al 29° en su capítulo II de título “De los 
derechos sociales y económicos” de nuestra Constitución Política del Perú, nos define 
que todo lo que se relaciona a los trabajadores de la actividad privada; y, de la misma 
forma en sus artículos del 39° al 42° en su capítulo IV de título “De la función pública”, 
nos hace referencia de todo lo concerniente a la función de los servidores y funcionarios 
del sector público. 
1.3.6.1 Principales regímenes de contratación del estado  
Los contratos laborales, en primera clasificación deberían estar vinculados a una 
duración específica, y a la sujeción de la prestación del servicio, este tipo de contrato 
puede ser dentro de un plazo indeterminado o determinado, esto debería ser lo habitual; 
Sin embargo, en nuestro país y específicamente dentro de nuestro derecho laboral, se ha 
creado una singularidad de regímenes a través de diversas normas y leyes que la regulan, 
como los del régimen privado, público o los especiales.  
 
A continuación, y para este trabajo solo hablare y hare una breve reseña de los 
principales regímenes del sector público y privado, para entender la diferencia de los 
derechos, beneficios, motivos de las creaciones y todo lo concerniente a cada uno, para 
al final llegar a entender con más claridad el régimen de Contratación administrativa de 
servicios, el cual a mi parecer es el que más carece de los beneficios laborales, por los 
cuales se ha venido luchando durante muchos años. 
GRÁFICO 6: PRINCIPALES REGÍMENES DE CONTRATACIÓN DEL ESTADO  
Fuente: Elaboración propia 
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A. Régimen regulado por el D.L. N° 276  
El artículo primero, del título preliminar de la ley de bases de la carrera administrativa 
y de remuneraciones del sector público, nos da a entender que la carrera administrativa 
va a ser el conjunto de principios, procesos o normas, que sistematizaran el ingreso, el 
deber y el derecho de cada uno de los servidores públicos, que prestaran su servicio 
con carácter o naturaleza permanente dentro de la administración pública (artículo 1, 
D.L. N° 276). 
 
Vargas, N. (2015), nos indica que el régimen laboral N° 276, es un régimen de 
carácter exclusivo y estrictamente regulado para las personas naturales que tienen que 
prestar sus servicios en las instituciones públicas, para ello la ley regula el ingreso que 
incluye ciertos requisitos y perfiles para el puesto de trabajo mediante un concurso 
público, justamente este último es por el cual esta régimen es denominado o más 
conocido como la Ley de bases de la carrera administrativa y de remuneraciones del 
sector público, la cual fue creada en el año de 1984, dentro de la vigencia de nuestra 
constitución política del año de 1979, cuya finalidad fue la de la regularización del 
ingreso, deberes y derechos que debían tener los servidores públicos. Para la ley hay 
una distinción entre los servidores de carrera y los contratados, y de la misma forma 
instituye que aquellos que ejerzan los cargos de confianza o políticos, al igual que los 
que se encuentren contratados, los miembros de la policía nacional del Perú, o los de 
las Fuerzas Armadas, no puedan estar comprendidos dentro del este régimen (p. 97).   
 
Beltrán, L. (2013), define de manera más objetiva al servidor público, al cual califica 
como una persona que proporciona sus servicios dentro de una entidad pública, la cual 
puede estar nombrada o solo bajo contrato con una autoridad competente, con las 
formalidades que la ley requiera, además debe contar con una jornada laboral 
específica y con una retribución pecuniaria; y al funcionario público, como un 
habitante que sería designado o nominado por potestad de la autoridad competente, y 
acorde al mandato legal para que pueda desempeñar el o los cargos de más alto nivel 
dentro de los poderes públicos o en los organismos autónomos (p. 12). 
▪ Administración publica  
Según Ley de Bases de la Carrera Administrativa y de Remuneraciones del Sector 





define a la administración pública como una institución única, donde se vela el 
cumplimiento de los derechos y los deberes que les corresponden a los servidores 
públicos, que con carácter estable prestan servicios de naturaleza permanente dentro 
de la administración pública. Siento también que en su artículo nos indica además 
claramente que solo los entes de la administración pública serán los encargados de 
realizar o establecer las bases para las comisiones permanentes en procesos 
administrativos disciplinarios (D.L. 276, 2013, p. 3 y 11). 
▪ Trabajador Público:  
Para Palomino, T. (2015), en su artículo titulado “El trabajador: ¿Recurso humano?”, 
de la Universidad de Zulia en Venezuela, nos indica que el derecho al trabajo es un 
conjunto de normas rectas y principios, y regulan las relaciones jurídicas que nacen de 
la misma prestación del servicio bajo dependencia y remuneración, que se le otorga al 
trabajador, protegiéndolo para que sea considerado como una persona humana con 
dignidad. Es decir que el trabajador o en su variante femenino, trabajadora, serán las 
personas que prestan un servicio, por el cual son retribuidos por persona distinta a 
ellos, es decir estarán bajo subordinación de una persona individual, una compañía o 
institución (p. 335). 
 
Para Díaz, A. (2014), dentro de su libro de “Derecho colectivo de trabajo”, nos 
define a los trabajadores como el elemento esencial del sistema laboral, 
específicamente en su expresión de forma colectiva, la cual se hace presente a través 
de sus organizaciones sindicales. A demás también formaran parte esencial de las 
instituciones, en la medida en que los trabajadores hagan prevalecer sus derechos y 
aspiraciones (p. 212). 
▪ Servidor – funcionario 
Para Haro, J. (2008), en su libro de título “Empleo público o servicio civil de Perú”, 
nos define que dentro del tiempo siempre se ha necesitado de fuerza humana para 
ejecutar las acciones laborales. De allí que las inmensas construcciones que se 
realizaron en Mesopotamia, Grecia, Egipto, Roma, etcétera y hasta hoy en la 
actualidad, se ha visto la necesidad de la prestación de servidores públicos, los cuales 
son los indispensables para la superación de la sociedad. Es decir que estos, serían los 
trabajadores o los servidores del estado, que prestarían su fuerza de trabajo, 





público, las cuales tienen de por si una característica muy particular. Es decir, la 
doctrina a denominado al Empleo Público a todo el conjunto de actividades y 
funciones esenciales que tengan relación con la administración pública y que 
únicamente serán realizadas por los trabajadores públicos. En conclusión, 
observándolo desde un punto de vista más amplio, los servidores públicos y los 
funcionarios serán todas las personas que realizaran o ejecutaran las funciones del 
estado (p. 102). 
▪ Trabajador Administrativo de Servicios 
Según Gabel, R., Yamada, G., & Dolan, S., (agosto, 2013), en su artículo titulado 
“Lo que vale el trabajo en el sector público de lima”, nos define que los trabajadores 
de la administración pública son la parte técnica, los distribuidores de valores; ellos 
tomaran las decisiones y tienen una especial importancia pues influirá en la vida de los 
ciudadanos” (p. 83).  
 
B. Régimen regulado por el D.L. N° 728 
Para Saldaña, H. (2016), en su tesis titulada “Los efectos de la contratación laboral 
a plazo determinado, en las organizaciones sindicales en el Perú”, para optar el grado 
académico de doctor en derecho y ciencias políticas de la Universidad Nacional de 
Trujillo; nos hace mención que, a partir de la promulgación en el año de 1991 del 
Decreto legislativo N° 728, más conocido como Ley del fomento del empleo, ha sido 
una legislación poco flexibilizadora en cuanto a los derechos colectivos de los 
trabajadores, en especial en cuando a la sindicalización (p. 18). 
 
Plasencia, C. (2016), en su tesis titulada “Incidencia del artículo 38° del T.U.O. de 
la ley de productividad y competitividad laboral-decreto legislativo N° 728; nos señala 
que la estabilidad laboral relativa impropia de salida en el Perú”, para optar el grado 
académico de abogado de  la Universidad Privada del Norte;  nos señala de forma 
histórica que, desde la década de los años noventa, con la entrada del ex presidente 
Alberto Fujimori, quien busco desde sus inicios reavivar la economía resentida por el 
anterior presidente, y en aras de estimular la inversión privada y la economía de 
mercado libre, se da comienzo a una de las partes más oscuras del derecho laboral, 
hablamos del origen en el año de 1997, el decreto legislativo N° 674, que es la ley de 





dio sus pasos para la privatización de todas las empresas, cuya consecuencia fue el 
despido de miles de trabajadores. Pero al mismo tiempo años anteriores en 1991 se 
implanta una política flexibilizadora en cuanto a materia laboral, cuyo sostén al 
principio fue atrayente, ya que lo que buscaba era dar apertura al mercado laboral a 
todos los que no tenían un trabajo, aunque este sea de manera temporal y al mismo 
tiempo daba facilidades a las empresas para la contratación y despido en cualquier 
momento. Y para los años de 1997, la ley del fomento del empleo, empezó a generar 
la deslaboralizacion, ya que permitió la flexibilización del marco normativo en 
material laboral; sin embargo, hubo una mejora, al implementarse la indemnización 
por despido arbitrario, y la situación en cuanto a la estabilidad laboral que se le ofrecía 
al trabajador (pp. 34-35). 
 
1.3.7 RÉGIMEN DE CONTRACCIÓN ADMINISTRATIVA DE SERVICIOS 
REGULADO POR EL DECRETO LEGISLATIVO N° 1057 
El régimen de contratación administrativa se dio a través por el Poder Ejecutivo por 
delegación de la Ley N° 29157, quien expidió el régimen bajo el D.L. N° 1057, y fue 
publicado el día 28 de junio de 2008, para garantizar el compromiso establecidos dentro 
del Acuerdo de Promoción Comercial Perú de Estados Unidos y el protocolo de la 
enmienda, que ya se venía negociando años anteriores, la cual fue modificada y se 
denominó Ley de Promoción Comercial Andina y tenía como vigencia solo hasta el año 
2006. Todo ello motivo a que el Estado se viera en la necesidad de firma el acuerdo 
comercial, por el convenio económico que ganaría. El acuerdo bilateral ratificado por el 
Perú en el 2006 y suscrito en Washington D.C. tenía carácter vinculante. Dicho Tratado 
de Libre Comercio (TLC), tenía como objetivo lograr la eliminación de obstáculos del 
intercambio comercial y fortalecer el acceso de servicios y bienes, para favorecer e 
incrementar la captación de la inversión privada, lo cual implicaría la incorporación de 
temas comerciales, económicos, laborales y medio ambientales, que generen políticas 
competitivas y soluciones controversiales rápidas. Recordamos además que pertenecer 
al TLC, era una estrategia del Perú para lograr la inserción peruana en el ámbito mundial 
y lograr consolidarse dentro del mercado mundial, desarrollando competitividad y 
promoción de oportunidades de inversión. El esfuerzo del Estado para lograr dicho 
propósito fue buscar inserción comercial orientada a generar puestos de trabajo nuevos 





humanos. Y el cuadro presentado por el TLC, era justamente la transmisión de 
tecnologías que lograrían mejoras en el sector productivo, modernizarlo y permitir el 
libre comercio.  
Para Del Rio, O. en su artículo titulado “Contratación administrativa de servicios”, el 
Estado no tuvo una línea funcional, las autoridades y funcionarios no estaban 
calificados, ni contaban con experiencia, y ello permitió que tomen decisiones que 
precisamente contravenían los acuerdos y compromisos adoptados por el Estado, 
procediendo a resolver contratos de SNP y CAS, sin que se respeten los derechos de los 
trabajadores, lo cual llevo a conflictos y extensa jurisprudencia judicial y constitucional 
sobre el principio de la primacía de la realidad, logrando además resentimientos en el 
trabajador por la injusticia y desocupación (p.1).  
Se entiende que el acuerdo realizado por el Perú implicaría la mejora en materia 
laboral, a través de la legislación interna, y dejando abierta la opción de incorporar 
mejoras en el ámbito laboral, por los acuerdos suscritos con la OIT, y por las propias 
reglas que establece el TLC, como la libertad de asociación, negociación colectiva, 
eliminación de trabajos forzosos, eliminación de la labor infantil, y eliminación de la 
discriminación respecto al tema de la ocupación y el empleo, bajo este contexto se da la 
promulgación del D.L. N° 1057, considerado como la solución de los contratos por SNP, 
que tenían a los trabajadores en condiciones inhumanas. Pero el CAS, cumple del dicho 
que “es más caro el remedio que la enfermedad”, ya que los mismo no cuentan con 
derecho a un CTS, solo reciben un aguinaldo de 300 soles y que además les descuenta 
la AFP’s, son contratos temporales y renovables a decisión del empleador, lo cual genera 
incertidumbre en el ámbito laboral, que evidentemente demuestra una evasión muy bien 
jugada por el Estado para evadir sus obligaciones, denotando la discriminación y no 
protección contra el despido arbitrario.  
 
GRÁFICO 7: DIFERENCIAS ENTRE LOS REGÍMENES LABORALES 
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1.3.7.1 Antecedentes 
El régimen de contratación administrativa se instauro desde el año 2008, en el Perú 
mediante el D.L. N° 1057, con la finalidad de una creación de puestos de trabajo, para 
aquellas personas que necesitaban desarrollarse laboralmente, y solventar sus estilos de 
vida, al mismo tiempo este régimen buscaba la protección y reconocimiento de los 
derechos laborales que estaban siendo vulnerados para un gran número de trabajadores 
que prestaban sus servicios para el anterior régimen de servicio no personales -SNP y el 
de locación de servicios. 
GRÁFICO 8: ANTECEDENTES DEL CAS 
Fuente: Elaboración propia  
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Según el libro del laboralista Neves. J. (2010), titulado “Principales objeciones al 
contrato administrativo de servicios”, nos comenta que, en el mandato de Fujimori, se 
cometieron innumerables formas de atropello en su gran mayoría a trabajadores, 
materializados en normas dirigidas al sector público. En este periodo se generaron 
despidos masivos de trabajos y ceses. Dichas consecuencias fueron fatales para el 
Estado, ya que se tenían que reemplazar a muchos de los despedidos y se comenzaron a 
utilizar las famosas figuras de los servicios no personales -SNP. Este fue el punto de 
partida para dar inicio a la transgresión para el ordenamiento laboral, ya que fue un 
régimen que negaba la condición, la relación laboral y por ende los beneficios que con 
ella acarrea. Sin embargo, durante los mandatos de Paniagua y Alejandro Toledo, se 
plasmaron diferentes intentos por regularizar la crisis en el sector laboral gracias a los 
contratos de servicios no personales -SNP, encaminados por la llamada Comisión 
Multisectorial en donde ambos fueron truncados; no obstante, a ello la nos comenta que 
la Comisión Multisectorial concluye y dio como propuesta la creación de un contrato 
llamado “administrativo de servicio” (pp. 80 – 85). 
 
En un igual sentido de ideas Kalondy, K. (2011), en su artículo titulado “El contrato 
administrativo de servicios y la jurisprudencia de la justicia ordinaria”, nos comenta que 
antes de la creación del CAS, los trabajadores que tenían que prestar sus servicios en 
favor del Estado, estaban distribuidos en su gran mayoría dentro de las reglas que regían 
el régimen privado, y en segundo lugar a régimen público. A pesar de la densa 
legislación que cubren a estos regímenes, podemos observar claramente que al final 
llegan a una línea de encuentro, por ejemplo, respecto a sus beneficios laborales o 
derechos con referencia a la seguridad social; Sin embargo, la política que se ha 
adoptado para la contratación del personal que trabajaría para el estado es la forma de 
contrato civil, servicio no personal, o de locación de servicios, cuya forma encubría una 
relación laboral. Esto no tuvo más que reacciones negativas por parte de los trabajadores 
del estado, confirmadas por las diversas demandas presentadas ante el Poder Judicial, 
cuyo pronunciamiento fue casi unánime y confirmaban la declaración de una relación 
laboral (p. 6). 
 
De igual forma Beltrán, L. (2013), nos comenta que luego de la desmesurada 





pública, el estado tuvo que promulgar el día 27 de junio del año 2008, el Decreto 
Legislativo N° 1057, llamado Régimen especial de contratación administrativa de 
servicios, acompañado del Decreto supremo N° 075-2008-PCM, el cual sería la base de 
su reglamento, en donde regularía el régimen especial de contratación administrativa de 
servicios (p. 43).  
 
Vargas, N. (2015),  señala que el contrato administrativo de servicios tiene como 
antecedente a la ley de contrataciones del estado del D.L. N° 1057, el cual regulaba los 
contratos de los bienes y los servicios en favor del estado, dentro de este marco 
normativo se habría dictado el decreto legislativo N° 1057,  lo que hoy conocemos como 
contrato administrativo de servicios, cuya denominación en forma particular para el 
autor no era coherente con el régimen contractual laboral, ya que este incorporaba un 
sistema de contratos administrativos que eran para el abastecimiento del estado en 
cuantos a sus bienes y sus servicios (p. 107).  
 
1.3.7.2 Naturaleza jurídica de la contratación administrativa de servicios  
Palomino, N. (2016), en su tesis titulada “Consecuencias jurídicas y económicas que 
se derivan de la aplicación del régimen especial CAS al personal de la municipalidad de 
Trujillo”, para optar el grado de magister en derecho con mención en derecho 
constitucional y administrativo, nos define la naturaleza jurídica del régimen especial 
de CAS, indicándonos que primigeniamente este tuvo su origen de forma accidentada y 
ha habido tres períodos en cuanto a su evolución normativa, la primera referida 
precisamente al cambio en cuanto a su definición y su propia naturaleza normativa (p. 
46). 
Gráfico 9: Naturaleza Jurídica de CAS 
Fuete: Elaboración Propia 
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El artículo primero del decreto supremo N° 065-2011-PCM, el cual modifico al D.S. 
N° 075-2008-PCM, nos indica al respecto que:  
“El contrato administrativo de servicios es un régimen de contratación especial laboral para el sector 
público, que vincula a una entidad con una persona natural que presta servicios de manera 
subordinada. Se rige por normas especiales y confiere a las partes únicamente los beneficios y las 
obligaciones inherentes al régimen especial. Al trabajador sujeto a contrato administrativo de 
servicios le son aplicables, en lo que resulte pertinente, la Ley Nº 28175, Ley Marco del Empleo 
Público; la Ley Nº 27815, Ley del Código de Ética de la Función Pública y las demás normas de 
carácter general que regulen el Servicio Civil […]” 
 
Concluyendo de este aparto, que el régimen tiene es una clara exclusión en relación 
con los regímenes contractuales existente en el Perú. Además, es un régimen 
discriminador, ya que no otorga todos los derechos laborales y beneficios sociales que 
emanan de una relación laboral, reconociéndole solo los derechos y beneficios que 
otorga el presente D.L. N° 1057.  
 
Vargas (2015), nos dice que el contrato administrativo se quiso adaptar para la 
prestación de servicios “no autónomos”, pese a que en realidad era un contrato de 
trabajo, ya que estaba presente los elementos esenciales; al mismo, tiempo se ha evitado 
expresamente alguna forma de inclusión hacia los otros regímenes. No es propiamente 
algún contrato para el ámbito de contratación o adquisición del Estado, ya que no es un 
servicio brindado independientemente por un proveedor del Estado o de adquisición de 
bienes para el mismo. Siendo, un mecanismo para encubrir la relación de trabajo, 
desconocer su derecho laboral; y, además logra evitar la infinidad de muchas demandas 
judiciales por desnaturalización del contrato, que como consecuencia devendría en un 
perjuicio económico (p. 114).   
 
El pleno jurisdiccional supremo en materia laboral (8 y 9 de mayo de 2014), nos señala 
que, en busca del proceso de ordenación, una acción del Estado fue regular el CAS, con 
el cual se podría empezar a mejorar la contratación en contraposición al SNP, que 
escondían una relación laboral; además, de buscar lograr los estándares mínimos 
establecidos internacionalmente respecto a los derechos laborales. Sin embargo, las 





causa de conflicto es el uso indebido de esta figura que se contrapone a la finalidad por 
la que fue creada. Aquí se pone en duda la constitucionalidad de la norma que regula el 
contrato, más no de la ley; ya, esta norma no implicaría que todos los contratos tengan 
validez. Recordando que la finalidad del CAS, no puede ser vulnerada y en caso ocurra, 
tiene que activarse todos los mecanismos del propio CAS, para proteger su vulneración, 
a través por ejemplo de la desnaturalización (p. 51). 
 
1.3.7.3 Ámbito de aplicación 
Según el artículo segundo del Reglamento del Decreto Legislativo N° 1057, el cual 
regula el régimen especial de contratación administrativa, de ahora en adelante RECAS, 
nos define que su “ámbito comprendería a todas las entidades que tiene la 
administración pública, entiendo por las mismas a las de poder judicial, al ejecutivo, los 
ministerios, los organismos públicos, al congreso de la república, a los organismos 
autónomos, a los gobiernos locales y regionales, las universidades públicas y toda 
entidad que realice actividades que este consideradas de acuerdo a las normas como 
derecho público”(Articulo 2, Reglamento del D.L. 1057). 
Es aplicable a las entidades sujetas al D.L. N° 276, y a otras normas de la 
administración especiales, a entidades públicas como las señaladas en el D.L. N° 728, 
con excepción de las empresas del Estado que se encuentren comprendidas en el ámbito 
empresarial. Y se rigen bajo el Código de Ética de la Función Pública dada por el D.L. 
N° 27815 y su reglamento D.S. N° 033-2005-PCM, es decir el CAS, como cualquier 
empleado público se rige para la presente, lo que confirmaría su relación estrecha a las 
labores vinculadas al Estado.  
Gráfico 10: Ámbito de Aplicación 





















1.3.7.4 Duración del Contrato administrativo de servicios 
Dentro del numeral 5.114 del artículo 5 del reglamento del Decreto Legislativo N° 
1057, nos indica sobre el tiempo o plazo en el que el contrato administrativo de servicios 
debe concluir, el cual no debe exceder del año fiscal respectivo y al mismo tiempo señala 
que su prorrogación o renovación surgirá en base a las veces que la entidad contratante 
considere necesaria. De igual forma cada renovación o prorroga no excederá del año 
fiscal y será formalizada por escrito antes de cada vencimiento.  
 
Gráfico 11: Duración del CAS 
Fuente: Elaboración Propia 
Por lo tanto, se puede observar claramente que, si la entidad sugiere varias 
renovaciones, esta convertiría a la plaza renovada, en una de carácter permanente de 
acuerdo a la primacía de realidad, pese a ser un régimen especial laboral como señala 
en su naturaleza y el trabajador debería ingresar dentro de la esfera de protección del 
derecho laboral como señala el inciso d) del artículo 7715 del D.S. N° 003-97-TR, al cual 
nos remitimos debido a que dentro del contrato administrativo de servicios, solo se 
señala una naturaleza especial laboral y no define a qué tipo de forma de contratación 
se hace referencia como si argumenta el régimen de la actividad privada, este considera 
como un trabajo de duración indeterminada aquel que se pueda demostrar que ha sido 
objeto de fraude o simulación, es decir se ha hecho pasar a un contrato permanente como 
de uno de naturaleza temporal; Siendo que, se podría afirmar que dicho supuesto se 
configura con la renovación a necesidad de la entidad contratante en base al propio 
reglamento que permite una vulneración del derecho laboral de estabilidad.  
                                                             
14 Numeral 5.1 Articulo 5 Reglamento del D.L. N° 1057 “El contrato administrativo de servicios es de plazo determinado. La 
duración del contrato no puede ser mayor al período que corresponde al año fiscal respectivo dentro del cual se efectúa la 
contratación; sin embargo, el contrato puede ser prorrogado o renovado cuantas veces considere la entidad contratante en 
función de sus necesidades. Cada prórroga o renovación no puede exceder del año fiscal y debe formalizarse por escrito 
antes del vencimiento del plazo del contrato o de la prórroga o renovación anterior”. 
15 Numeral d) del artículo 7715 del D.S. N° 003-97-TR “[…] Cuando el trabajador demuestre la existencia de simulación o 
fraude a las normas establecidas en la presente ley”. 
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De igual forma el numeral 5.216 del artículo 5 del reglamento del Decreto Legislativo 
N° 1057, nos señala que se debe comunicar con una anticipación de 5 días hábiles al 
trabajador de la no continuidad de sus labores; sin embargo, en el caso que el trabajador 
continuará su labor luego de terminado su contratado y sin haber formalizado un 
prorroga o renovación, el plazo automáticamente se extenderá por el mismo del 
contrato, sin ninguna responsabilidad de los servidores o funcionarios. 
Este numeral nos remite al pensamiento que los CAS, pueden darse a través de 
contratos verbales, entendiéndose al mismo tiempo que la prórroga automática es un 
signo del mismo, que se dará por el olvido del contratante y como todo signo ficticio 
simplemente sería una presunción la remuneración, subordinación y prestación de 
servicios. Además, recordemos que antes del D.L. N° 065-2011-PCM, no se encontraba 
regulado la denominada prórroga automática a la que hace mención el presente artículo, 
que además señala claramente que no hay responsabilidad de los supervisores que, por 
descuido, han dejado que el trabajador continúe laborando luego de vencido su contrato. 
Además, la prórroga automática carece de sustento legal, ya que ni el D.L. N° 1057 o 
su reglamento, la colocan de forma expresa, lo cual evidencia el vacío normativo. 
Inclusive el TC, señalo en un primero momento su postura favor de la prórroga 
automática, pero luego dentro de su pronunciamiento señalo que no es compatible con 
el régimen laboral que rige nuestra constitución, pero extrañamente bajo el numeral 5.2 
del D.L. N° 1057, fue incluido dentro de su artículo, el cual solo beneficia al contratante 
y pone en una situación desventajosa al trabajador.  
 
Incluso en opinión del laboralista Neves, J. (2010); concluye que, dentro de este 
régimen y artículo, no se observa la figura del derecho a la estabilidad; ya que, nos 
señala que la estabilidad, opera en dos tiempos, un ingreso y una salida. Sin embargo, 
en el citado artículo, el contrato puede ser prorrogado o renovado las veces que la 
entidad considere necesaria, siendo como única condición que este no exceda el año 
fiscal; por ende, se entiende “un vínculo temporal sin labor temporal y sin límite a la 
                                                             
16 Numeral 5.2 Articulo 5 Reglamento del D.L. N° 1057 “En caso el trabajador continué laborando después del vencimiento 
del contrato sin que previamente se haya formalizado su prórroga o renovación, el plazo de dicho contrato se entiende 
automáticamente ampliado por el mismo plazo del contrato o prórroga que esté por vencer, sin perjuicio de la responsabilidad 
que corresponda a los funcionarios o servidores que generaron tal ampliación automática. Para tal efecto, la entidad 
contratante informa al trabajador sobre la no prórroga o la no renovación, con una anticipación no menor de cinco (5) días 





renovación”, que constituiría una forma grosera de contravención a lo estipulado dentro 
del derecho a la estabilidad laboral, para su fase de entrada (p. 88).  
 
1.3.7.5 Derechos del Contrato administrativo de servicios  
El artículo 617 del D.L. N° 1057, nos hace mención de los derechos que le otorga la 
presente ley a los trabajadores contratados bajo su régimen, el cual fue modificado 
debido a la demanda de Inconstitucionalidad bajo el expediente N° 00002-2010-PI/TC, 
cuya declaración final fue declarar constitucional el contrato administrativo de servicios, 
pero reformo los derechos y beneficios; como el reconocimiento de la sindicalización y 
la huelga.  Pero no reconoció todos los derechos laborales que el Estado sí, reconoce 
para los demás trabajadores de los otros regímenes, además recordemos que el CAS, 
surgió como una forma de protección a los trabajadores que era totalmente abusados, 
por la forma de contratación de los SNP, y pese a ello se siguen vulnerando sus derechos. 
A continuación, expondré cuales son los derechos laborales que otorga el régimen CAS 
en el Perú  
 
Gráfico 12: Derechos y beneficios del Contrato administrativo de servicios   
Fuente: Elaboración Propia  
 
▪ La remuneración mínima 
Es el pago que se le da a cada trabajador, por sus servicios prestados, lógicamente esta 
retribución económica debe ser justa y compensativa de acuerdo al tipo de trabajo 
                                                             
17 Articulo 6 D.L. 1057 “El Contrato Administrativo de Servicios otorga al trabajador los siguientes derechos”  





Derecho a la 
sindicalización
Licencia por maternidad 
/ paternidad  
Derecho a la 
huelga










realizado sea intelectual o físico, constituyendo entonces un elemento esencial del 
trabajo.  
Es así que el artículo 23 de la Constitución Política18, nos indica que nadie puede ser 
obligado a prestar sus servicios sin que reciba una remuneración.  
El artículo 24 de la Constitución Política19; que, no señala que corresponde al Estado 
la ordenación y regulación de la remuneración mínima con la participación de 
organización de trabajadores y empleadores.  
El numeral 7.9 del artículo 7 de la Ley N° 29381, “Ley de Organización y funciones 
del ministerio de Trabajo y Promoción del Empleo, nos indica que es función del 
ministerio exclusivamente fijar o aplicar todos los lineamientos de la política de 
remuneración mínimas.  
El literal h, del artículo 106, “Reglamento de Organización y Funciones del Ministerio 
de Trabajo y Promoción del Empleo (D.S. N° 004-201-TR), nos indica que 
corresponderá al Consejo Nacional de trabajo y promoción del empleo, poder participar 
en todo lo que confiere a la remuneración minina.  
El convenio 26 y 99 de la OIT, ratificadas por la Resolución Legislativa N° 14033 del 
04 abril de 1962, nos indica que forma parte del derecho nacional fijar la remuneración 
mínima de los trabajadores sujetos al régimen laboral de la actividad privada.  
Se puede extraer del texto arriba mencionado que la RMV, puede ser reajustada según 
los criterios técnicos que analizan los índices de inflación y productividad, entendiendo 
que el incremento se verá reflejado también en el desempeño económico que tenga 
nuestro país y como finalidad la mejora del poder adquisitivo del trabajador.  
▪ La jornada laboral  
El artículo 2520 de la Constitución Política, nos indica que la misma reconoce el 
derecho a una jornada de trabajo máxima, cuya finalidad es que la persona humana se 
desarrolle y se pueda relacionar con los distintos espacios de su trabajo.  
El inciso 8 del artículo 118 de la Constitución Política, que nos indica que corresponde 
al presidente de la República, reglamentar leyes, sin transgredirlas o desnaturalizarlas a 
través de decretos y resoluciones.  
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bienestar material y espiritual […]”. 
20 1 par. Artículo 25, C.P. “La jornada ordinaria de trabajo es de ocho horas diarias o cuarenta y ocho horas semanales, 
como máximo. En caso de jornadas acumulativas o atípicas, el promedio de horas trabajadas en el período 





 El Decreto legislativo N° 874, Ley de jornada de trabajo, horario y trabajo en 
sobretiempo, nos indica que velera de forma integral el procedimiento en cuanto a la 
jornada laboral y sobretiempo, con la finalidad de otorgar armonía entre el trabajador y 
empleador. Además, a través del Congreso de la Republica con la Ley N° 27671, logro 
mejoras y modifico varios artículos.   
El articulo 10 D.L. N° 854, nos indica de la obligación de que se pague el tiempo extra 
a aquellos trabajadores que excedan del máximo permitido.  
 
Por tanto, entendemos que la jornada laboral tuvo su origen desde la revolución 
industrial del siglo XIX en Inglaterra, debido a las condiciones de sobreexplotación 
laboral de niños y mujeres, impulsándose campañas políticas y de agitación sindical 
para evitar el potencial daño excesivo de trabajo, en EE.UU. fue la tragedia de los 
mineros de Chicago de 1886 y posterior a ello la Primera Guerra Mundial, donde se 
promovió e instauro la jornada laboral de 8 horas a nivel mundial. Es por ello que la 
jornada laboral, no puede exceder el máximo permitido por la ley, para hombres y 
mujeres mayores de edad de 8 horas diarias o 48 horas semanales; sin embargo, puede 
por convenio o decisión unilateral del empleador darse una jornada menor a la máxima 
permitida.  
▪ Descansos remunerados   
Las normas constitucionales amparadas en el artículo 2521 y la legislación laboral 
consagran como beneficios sociales, el descanso físico semanal, los feriados no 
laborables y las vacaciones anuales pagadas, la cual de sebe dar para todo trabajador sin 
discriminación y como instrumento que aliente el desarrollo y la productividad nacional.  
- Descanso físico  
El artículo 1 del Decreto Legislativo N° 71322, “Legislación sobre descansos 
remunerados de los trabajadores sujetos al régimen laboral de la actividad privada” y 
su reglamento el Decreto Supremo N° 012-92-TR, nos indica que el trabajador tendrá 
como mínimo 24 horas consecutivas de descanso semanal, siendo de carácter 
obligatorio.  
                                                             
21 2 par. Articulo 25 C.P. “[…] Los trabajadores tienen derecho a descanso semanal y anual remunerados. Su disfrute y su 
compensación se regulan por ley o por convenio”. 
22 Articulo 1 D.L. N° 713 “El trabajador tiene derecho como mínimo a 24 horas consecutivas de descanso en cada semana, 





- Descanso vacacional  
El artículo 10 del Decreto Legislativo N° 71323 y el artículo 11 del reglamento el 
Decreto Supremo N° 012-92-TR, nos indica que todo trabajador tiene 30 días calendario 
de vacaciones por cada año completo de servicios y que haya cumplido una jornada 
laboral mínima de 4 horas. Además, es un derecho que tiene todo trabajador, luego de 
cumplir con previos requisitos, siendo remunerados y se darán de manera 
ininterrumpida en cada año que el empleado cumpla con su labor de servicios. 
Recordándonos además que el pago por vacaciones se deberá abonar antes del inicio del 
descanso del empleado, y este al mismo tiempo debe constatar dentro de su planilla o 
boleta de pago.  
Sin embargo, para el régimen de contratación administrativa de servicios anterior a la 
demanda de inconstitucionalidad, el trabajador bajo numeral 6.424 del artículo 6 del D.L. 
N° 1057, solo le reconocía como como un descanso que podía recibir de 15 días, él 
trabajador en forma anual, en la actualidad bajo el numeral f del mismo articulado se 
cumple con lo expuesto arriba mencionado y el trabajar goza de un descanso vacacional 
remunerado de 30 días naturales.  
• Afiliación a EsSalud 
De acuerdo a lo señalado bajo el artículo 1° de Ley N° 2679025 “Ley de modernización 
de la seguridad social en Salud”, nos indica que la misma se fundamentara en todos los 
principios constitucionales que reconocen el derecho de bienestar y garantizar el acceso 
a prestaciones, promoviendo sistemas en cuanto a previsión para la salud. La afiliación 
al seguro social de salud, debe ser registrada por las entidades empleadoras y realizar su 
inscripción de forma regular, y cuyo aporte entrara en base a la remuneración que tenga 
el trabajador, equivalente a un 9%.  
  
                                                             
23 Articulo 10 D.L. N° 713 “El trabajador tiene derecho a treinta días calendario de descanso vacacional por cada año completo 
de servicios. Dicho derecho está condicionado, además, al cumplimiento del récord […]”.  
24 Numeral 6.4 artículo 6° D.L. 1057 “Descanso de 15 días calendario continuos por año cumplido” (*) Articulo modificado por 
el artículo 2 de la Ley N° 29849, del 02 abril de 2012: “Numeral f, articulo 6° D.L. 20157 “Vacaciones remuneradas de 30 días 
naturales”.  
25 Artículo 1° Ley N° 26790 “La Seguridad Social en Salud se fundamenta en los principios constitucionales que reconocen 
el derecho al bienestar y garantizan el libre acceso a prestaciones a cargo de entidades públicas, privadas o mixtas. Se 
desarrolla en un marco de equidad, solidaridad, eficiencia y facilidad de acceso a los servicios de salud. El Estado promueve 
los sistemas de previsión para la salud y la integración de esfuerzos de las entidades que brindan servicios de salud, 
cualquiera que sea su naturaleza. El Ministerio de Salud tiene a su cargo el Régimen Estatal con el objeto principal de otorgar 
atención integral de salud a la población de escasos recursos que no tiene acceso a otros regímenes o sistemas. Dicho 
régimen se financia con recursos del Tesoro Público y brinda atención a través de la red de establecimientos del Estado, así 
como mediante otras entidades públicas o privadas que cuenten con convenios para tal efecto. Los reglamentos establecen 





El numeral 9.1 del artículo 9° del reglamento del D.L. N° 1057, nos indica que las 
personas que prestan sus servicios bajo el régimen de CAS, son afiliados al régimen de 
la seguridad social en salud (EsSalud). la Primera Disposición Complementaria Final 
del Reglamento del Decreto Supremo N° 075-2008-PCM, nos indica que la obligación 
del pago al régimen contributivo de EsSalud y la obligación del registro entra en 
vigencia a partir del 01 de enero de 2009.  
• Afiliación al régimen de pensiones  
Para el articulado del régimen de contratación administrativa de servicios anterior, el 
trabajador, dentro del artículo 6 del D.L. N° 1057, ni siquiera se hacía mención de la 
afiliación al régimen de pensiones, es recién en la actualidad que se reconoce dicho 
beneficio bajo el numeral j)26 del mismo articulado, el trabajar tendría que afiliarse a un 
régimen de pensiones. 
 
El numeral 10.2 del artículo 10° del reglamento del D.L. N° 1057, nos señala que la 
afiliación a un régimen de pensiones, se dará de forma obligatoria para aquellos que no 
se encuentren dentro de los supuestos de que, a la fecha de entrada de vigencia del 
mismo, se encontraban prestando servicios para el Estado y además que sus contratos 
hayan sido sustituidos por un contrato administrativo de servicios. Además, el mismo 
brinda las facilidades de que el trabajador, aunque de forma obligatoria pueda elegir 
entre el Sistema Nacional de Pensiones o el Sistema Privado de Pensiones.  
 
En cuyo caso el primero va a un fondo común, no tiene un retiro para la casa, no puedes 
retirar tu fondo y debes aporta un mínimo de 20 años, perdiendo toda tu jubilación si no 
aportas el mínimo del tiempo, en el segundo, tus aportes van a una cuenta personal, 
puedes retirar un 25% de tu fondo para inicial de una propiedad, puedes retirar tu fondo 
de acuerdo a la modalidad que escojas, puedes tener una pensión de acuerdo al promedio 
de aporte.  
• Derecho a la sindicalización 
Recordando que la sindicalización es un derecho constitucional indiscutible que tiene 
todo trabajador de la actividad pública o privada, cuya base recae en los 7 convenios y 
sus recomendaciones dadas por la OIT, y ha sido recogido también por el inciso 1 del 
                                                             
26 Numeral f) Articulo 6 D.L. 1057 “A afiliarse a un régimen de pensiones, pudiendo elegir entre el Sistema Nacional de 






artículo 28°27 de la Constitución Política del Perú, donde indica que la sindicalización 
es considerada en diversos tratados internacionales sobre derechos humanos, como un 
derecho esencial que tiene todo ser humano, y que por ende el estado garantiza a la 
libertad sindical.  
El Estado garantiza el ejercicio del mismo, señalándose también en su Cuarta 
disposición final y transitoria, donde se dispone que los derechos deben ser reconocidos 
e interpretados confirme a los Acuerdos Internaciones y la Declaración de los Derechos 
Humanos, teniendo dos definiciones; la primera, del tratadita Ojeda Avilés, que señala 
que es un derecho fundamental para agruparse y poder participar en las relaciones 
productivas; segundo, Ermida Uriarte, nos explica que este derecho para que tenga 
connotación y se configure, debe incluir la liberta de constitución de sindicatos y de 
afiliación (como se citó en Dolorier, 2010, p.70).   
 
En el régimen de contratación administrativa de servicios anterior, el trabajador, dentro 
del artículo 6 del D.L. N° 1057, no tenía estipulado la sindicalización; sin embargo, 
actualmente bajo el numeral 11. A.1°28 del reglamento del D.L N° 1057, nos indica que 
todo trabajador sujeto a este régimen tiene derecho a la sindicalización, a afiliarse a las 
organizaciones sindicales, o constituir organizaciones sindicales de servidores públicos.  
Cuyo artículo en comento viene estipulado teniendo como base a la Ley N° 27556 
“Ley que crea el Registro de Organizaciones Sindicales de Servidores Públicos”, que 
nos indica que la constitución de un sindicato es un acto formal, no constitutivo y tendría 
personería jurídica.  
• Derecho a la huelga 
El derecho a la huelga es un derecho amparado constitucionalmente, que tienen los 
trabajadores, encontrándose regulada en el inciso 329 del artículo 28° de la Constitución 
Política establece que el interés social es la búsqueda de la armonía, con sus excepciones 
y sus limitaciones.  
 
                                                             
27 Inciso1 artículo 28° “El Estado reconoce los derechos de sindicación, negociación colectiva y huelga. Cautela su ejercicio 
democrático: 1. Garantiza la libertad sindical […]”. 
28 Numeral 11. A.1° Reglamento del D.L N° 1057 “los trabajadores sujetos al régimen de D.L. 1057 tiene derecho a constituir 
organizaciones sindicales, afiliarse a ellas, redactar sus estatutos, elegir libremente sus representantes y organizar su 
administración y actividades”. 
29 Inciso 3 artículo 28° C.P. “Regula el derecho de huelga para que se ejerza en armonía con el interés social. Señala sus 





Ortega Cordero, R (2016) en su tesis titulada “El derecho de huelga vs el derecho de 
continuar laborando, una mirada bajo la perspectiva del teste de ponderación”, nos 
define que el derecho a la huelga es el único, al cual se ha fijado una limitación y además 
una regulación; y que dentro de nuestro país los trabajadores tienen facultad de acudir a 
la misma, por los siguientes supuestos primero, romper un trato directo o fracasar en el 
etapa de conciliación; segundo, cuando el empleador no cumpla con lo convenido dentro 
del convenio colectivo o dentro de las disposiciones legales; tercero, el empleador 
incumpla el mandato judicial consentido o ejecutoriado; cuarto, se haya agotado la etapa 
de negociación de una materia no controvertida (p. 5). 
 
En el régimen de contratación administrativa de servicios anterior, el trabajador, dentro 
del artículo 6 del D.L. N° 1057, no tenía estipulado el derecho a huelga; sin embargo, 
actualmente bajo el numeral 11. B30 del reglamento del D.L N° 1057, nos indica que 
todo trabajador sujeto a este régimen tiene el derecho colectivo a huelga y se ejerce 
conforme lo establece el T.U.O. del D.L. N° 25593 “Ley de relaciones colectivas del 
trabajo, aprobado por el D.S. N° 010-2003-TR y sus normas aplicables.  
• Derecho a un Aguinaldo 
El aguinaldo es como un bono que se la entrega al trabajador CAS, 28 de julio, fiestas 
patrias y navidad que no supera de los 300 soles que serán aprobados bajo un 
presupuesto cada año. En este caso también se puede observar un tratamiento 
diferenciado en comparación de los trabajadores del D.L. N° 728, quienes reciben un 
sueldo completo, además que recibirán un pago extra si tuvieran un hijo, denominada 
asignación familiar.  
 
1.3.7.6 Extinción del régimen de contratación administrativa de servicios 
Se entiende por extinción de un contrato de trabajo a la culminación de la relación 
laboral, cesando definitivamente las obligaciones del empleador y del trabajador. Y de 
igual forma el contrato administrativo de servicios dentro de su normativa en el artículo 
13.1 ha configurado las formas de extinción de la relación laboral, el cual se describirá 
mediante el siguiente gráfico:  
                                                             
30 Numeral 11-B° Reglamento del D.L N° 1057 “El derecho colectivo de huelga de los trabajadores sujetos al régimen del 
D.L. Nº 1057, se ejerce conforme a lo establecido en el artículo 86º del Texto Único Ordenado del Decreto Ley Nº 25593, 
Ley de Relaciones Colectivas de Trabajo, aprobado por Decreto Supremo Nº 010-2003-TR, y sus normas complementarias, 





▪ Fallecimiento del contratado:  
Según Bernuy, O. (2012) en su artículo titulado “Formas de extinción de la relación 
laboral” presentado en la Actualidad empresarial N° 261, nos indica que el fallecimiento 
extingue cualquier contrato, sea la defunción del trabajado o inclusive del mismo 
empleador. Si el empleador es una persona natural, se daría sin perjuicio que, por 
acuerdo de los herederos, el trabajador pueda permanecer de acuerdo al plazo que no 
excede de 1 año a efectos de la liquidación del negocio, además debe ser comunicado a 
la autoridad administrativa.  
▪ Extinción de la entidad contratante  
La forma de extinción de la entidad contratante, será efectuada a través de la Ley, que 
facultará a la misma de ver sobre la liquidación del personal que ha sido contratado bajo 
el régimen de contratación administrativa de servicios; y, sí se pudiera, el de reasignar 
a los trabajadores en otras entidades como respeto a sus derechos adquiridos. Además, 
no le exime al trabajador de judicializar su reclamo de abono para la CTS que el RECAS 
no reconoce (Collantes, 2016, p.58).  
 
Gráfico 13: Extinción del CAS 
Fuente: Elaboración propia  
▪ Decisión unilateral del contrato  
Se entiende por decisión unilateral del contratante a la forma de extinción por renuncia 
que el trabajador considero por decisión propia, este debe ser comunicado con una carta 
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plazo puede ser exonerado por la entidad o a pedido del trabajador, si no es rechazado 
dentro de los 3 días naturales presentados, se entenderá por aceptado.  
 
Pero si la decisión es negativa, la presente debe tener los fundamentos de racionalidad, 
proporcionalidad y motivación debidos y el trabajador queda sujeto a cumplir con el 
plazo estipulado dentro del contrato, el cual, si dejara de cumplir, estaría incurriendo 
dentro de una falta grave de abandono de trabajo.  
▪ Mutuo acuerdo entre el contratado y la entidad contratante 
El mutuo acuerdo entre las partes no es otra cosa que el llamado mutuo disenso, es 
decir el acuerdo del empleador y el trabajador de dar por finalizada la relación laboral, 
la misma que debe contar por escrito.  
La Corte Suprema bajo la Casación laboral de Expediente N°19111-2017, en la 
región de Piura, señala que el mutuo disenso es un acto jurídico bilateral, en donde el 
trabajador y su empleador, acuerdan resolver el contrato de trabajo que los unía ya se 
dé plazo indeterminado o fijo, teniendo como características que el mismo debe constar 
por escrito, no se exige que se funde la causa, ni se pacte algún monto adicional por 
indemnización.  
▪ Invalidez absoluta permanente sobreviniente del contratado  
De acuerdo a varios tratadistas en materia laboral, señalan que la forma de extinción 
de la relación laboral dada por la invalidez absoluta permanente, es aquella que no le 
permitirá continuar al trabajador con sus tareas encomendadas, esta también es una 
forma de extinción dentro del CAS, y otras modalidades del régimen privado y público. 
Además, debe ser regulada por los especialistas del Ministerio de Salud, o una junta 
médica desinada por el Colegio Médico del Perú, los cuales a la fecha aún no cuentas 
con procedimientos debidamente regulados para declarar la invalidez.  
▪ Decisión unilateral de la entidad contratante 
Se dará en el incumplimiento de forma de injustificada de las obligaciones derivadas 
del contrato, es decir las medias disciplinarias o en la deficiencia en cuanto al 
cumplimiento de aquellas tareas encomendadas, es decir la forma de evaluación 
rendimiento. Regulado bajo el numeral f, inciso 13.1, del artículo 13.  
 
Huamán, L. (2010) en su artículo titulado “La ruptura unilateral e incausado del CAS 





se ha dejado el trabajo de la regulación de la extinción al Reglamento, lo cual engloba 
una evidente desnaturalización de la norma infralegal. Pero bajo este supuesto se puede 
entender que la relación Trabajador y el Empleador se hace a manu militari, es decir que 
se producirá la resolución del contrato por la voluntad del Empleador, sin medir causa 
justa (p.3).  
Pero el inciso 13.331 del artículo 13° del reglamento del D.L. N° 1057, se especifica 
que cuando el CAS sea resuelto por el propio contratante, y sin mediar incumpliendo 
del contratado el juez puede aplicar una penalidad máxima de hasta dos meses (Pero el 
artículo fue modificado por la Ley N° 2984932, una la penalidad seria hasta de tres 
meses). Es evidente que el CAS, primero ha permitido el despido sin causa y segundo 
permite al contratado que despida a su trabajador con un pago ya establecido.  
Para Huamán, L. (2010), el tratamiento que el RCAS le da a este aspecto refleja una 
actividad inconstitucional; primero recordando que el despido sin causa, no está 
establecida dentro de la constitución y lo afirma el propio Tribunal Constitucional; 
segundo, el mismo permite que se le pueda pagar al trabajador por despedirlo sin causa, 
sobre este punto también ha declarado el TC, que el pago por un despido, cuando se 
presenta como única opción, debe ser declarado inconstitucional. Por tanto, se puede 
observar que el legislador ha permitido tarifar el despido (derecho constitucional), como 
único acto, el cual es arbitrario, ya que es el trabajador despedido es quien debería poder 
decidir como en los otros regímenes el pago indemnizatorio o la reposición (P. 6).  
▪ Inhabilitación administrativa, judicial o política por más 3 meses 
La inhabilitación administrativa, judicial o política mayor a tres meses constituye una 
sanción administrativa o penalidad, que se da por la falta generada por el trabajador en 
el incumpliendo de su deberes y el régimen CAS, ha contemplado dentro de las formas 
de extinción a la presente, dejando a interpretación a la inhabilitación que es menor a 
los tres meses, entendiéndose que la misma se configuraría como una causal de 
suspensión, que no ha sido recogida por el artículo 10 del D.L. N° 1057. 
▪ Vencimiento del plazo del contrato  
                                                             
31 Inciso 13.3 artículo 13 del Reglamento D.L. N° 1057 “Cuando el contrato administrativo de servicios sea resuelto por la 
entidad contratante, unilateralmente y sin mediar incumplimiento del contratado, se aplicará el pago de una penalidad, al 
momento de la resolución contractual, equivalente a las contraprestaciones dejadas de percibir, hasta un importe máximo 
equivalente a dos (2) meses”.  
32 Artículo 10 de la Ley 29849 “La resolución arbitraria o injustificada del Contrato Administrativo de Servicios genera el 
derecho al pago de una indemnización equivalente a las remuneraciones mensuales dejadas de percibir hasta el 






La última forma de extinción que regula el CAS, la cual no está siendo correctamente 
reglamentada y genera situaciones arbitrarias durante la renovación del mismo, dado 
que no se sujeta a parámetros de estudios técnicos o planificados, que corroboren la real 
existencia de la necesidad de la prestación de servicios, solo se manifiesta en base a la 
decisión de la entidad contratante, sea por motivos de afecto, simpatía o cercanía. Al 
mismo tiempo genera en el trabajador una frustración constante debido a que no tiene 
la seguridad constitucional que brinda la estabilidad laboral, ya que, dentro del artículo 
5 del reglamento del D.L. N° 1057, que nos habla de la duración, nos indica que misma 
puede ser prorrogada o renovada cuantas veces la entidad contratante lo considere.   
 
1.3.8 EL ANÁLISIS DE LOS CAS EN RELACIÓN A LA ESTABILIDAD 
LABORAL: 
Con la finalidad de determinar si existe o no estabilidad laboral para los trabajadores 
que prestan sus servicios laborales para el régimen de contratación administrativa de 
servicios, es necesario determinar los conceptos desde la doctrina y la jurisprudencia 
internacional y nacional.  
 
1.3.8.1 Concepto: 
La estabilidad laboral no es otra cosa que la duración o permanencia que debe tener un 
trabajador en el tiempo, y sin que sin un motivo se pueda terminar de un momento a otro 
su relación laboral de forma injustificada. Y al mismo tiempo como es natural, un 
trabajador desea tener algo estable respecto a su ámbito laboral, para no estar agobiado 
pensando en que mañana pueda ser cesado o despedido.  
Pero la estabilidad laboral va mucha allá, ya que no solo protege la estabilidad de un 
trabajador, si no de su familia, su economía e incluso su ámbito social.  
Dentro del aspecto histórico se ha considerado al trabajo, como un contrato de tracto 
sucesivo es decir que el trabajador cumplirá con prestar sus servicios de manera subordina 
y establecida a una jornada laboral y de otro lado el empleador deberá cumplir con el 
pago de la remuneración al trabajador, dando pie al principio de continuidad laboral.  
El principio de continuidad para Carrillo, M. (2001) en su artículo titulado “La 
Flexibilización del contenido laboral de la Constitución”, es de donde nace el concepto 






Gráfico 14: La Estabilidad laboral 
 
Fuente: Elaboración propia  
 
1.3.8.2 La Estabilidad en el ámbito Internacional  
La estabilidad laboral es un tema que nos es ajeno a los diversos acuerdos 
internacionales, es justamente en esta línea que la Organización Internacional del Trabajo, 
convocada en Ginebra el 2 de junio de 1989, en su sexagésima octava reunión y por el 
convenio N° 158 nos señala que:  
“No se pondrá término a la relación de trabajo de un trabajador a menos que exista para ello una 
causa justificada relacionada con su capacidad o su conducta o basada en las necesidades de 
funcionamiento de la empresa, establecimiento o servicio”.33 
 
La Recomendación 119 sobre la terminación de la relación del trabajo, dado en Ginebra 
en la 47° reunión del 26 de junio 1963, nos señala que:  
“No debería procederse a la terminación de la relación de trabajo a menos que exista una causa 
justificada relacionada con la capacidad o la conducta del trabajador o basada en las necesidades 
del funcionamiento de la empresa, del establecimiento o del servicio”. 
 
El Literal d) del artículo 7 del Protocolo Adicional de la Convención Americana de los 
Derechos Humanos en materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, al que el 
Perú ha ratificado.  
“[…] la estabilidad de los trabajadores en sus empleos, de acuerdo con las características de las 
industrias y profesiones y con las causas de justa separación. En casos de despido injustificado, el 
trabajador tendrá derecho a una indemnización o a la readmisión en el empleo o a cualquiera otra 
prestación prevista por la legislación nacional.  
                                                             
33 Artículo 1 del Convenio 158 de la OIT 
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El derecho a la estabilidad laboral contenida en nuestra constitución, tiene que ser 
interpretada bajo los tratados internacionales de los cuales el Perú es parte y por mandato 
establecido en la cuarta disposición final y transitoria de la Constitución34.  
 
1.3.8.3 La Estabilidad en el Perú  
 Constitución Política de 1979 
Partimos haciendo mención que, en la anterior Constitución Política de 1979, se 
reconocía expresamente al derecho de la estabilidad laboral, haciéndonos mención de 
estabilidad de entrada y salida, además que se tiene como premisa que toda contratación 
debe ser indefinida desde su inicio, y lo señalamos en forma expresa:  
“El Estado reconoce el derecho de estabilidad en el trabajo. El trabajador sólo puede ser despedido 
por causa justa, señalada en la ley y debidamente comprobada” (Art. 49° C.P. 1979).  
 Constitución Política de 1993 (vigente) 
Nuestra Constitución actual, nos remite a una de las disputas tanto a nivel doctrina como 
jurisprudencial en el ámbito laboral que hace referencia a la protección que debe tener un 
trabajador en relación a su cese, y se relaciona con dos artículos que pasaremos a señalar 
en forma expresa: 
“El trabajo es un deber y un derecho. Es base del bienestar social y un medio de realización de la 
persona” (art. 22 C.P.) 
Toyama, J. (2015) nos indica que el trabajo descrito por el artículo viene a ser una 
forma de obligación para todos los ciudadanos en general sin una sanción concreta, 
es como la suerte del interés en participación, vinculado al principio de solidaridad 
social. El artículo ha sido recogido de las normas internacionales de derechos 
humanos, que además comprende la libertad de elección del trabajo, las condiciones 
equitativas y la protección contra el desempleo y tiene estrecha relación con el Pacto 
Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, que prevé que los 
Estados, tienen que adoptar medidas para garantizarlo (p. 519).  
 “La ley otorga al trabajador adecuada protección contra el despido arbitrario” (art. 27 C.P).   
                                                             
34 4°disposición final y transitoria de la Constitución “Las normas relativas a los derechos y a las libertades que la Constitución 
reconoce se interpretan de conformidad con la Declaración Universal de Derechos Humanos y con los tratados y acuerdos 





Dolorier, J. (2005) nos señala que este artículo se remite a las mayores discusiones 
doctrinales y jurisprudenciales en materia laboral peruana, la protección del derecho 
a los trabajadores, quienes no deben ser despedidos de sus trabajos y los alcances de 
la protección en el marco constitucional (p.562).  
 Normas laborales 
Así mismo sostenemos que la estabilidad laboral es la base que protege a los demás 
derechos, como la conservación del empleo, el cual nos hace referencia el artículo 4° 35del 
T.U.O de la LPCL (D.S. N° 003-97-TR), que nos indica cuando se presume la existencia 
de un contrato a plazo indeterminado.  
Dentro del artículo 10 del T.U.O de la LPCL, nos especifica que, dentro de la relación 
laboral del régimen privado a tiempo indeterminado, se entiende que el empleado tiene 
derecho a la estabilidad laboral, pasado el periodo de prueba, el cual no supera a los tres 
meses, y al concluirse el mismo el trabajador no puede ser despedido salvo por causas 
justificada. Sin embargo, la ley es permisible al admitir que salvo por capacitación o 
entrenamiento que el trabajador necesita, este tiempo pueda ser prorrogado previo 
acuerdo de las partes, pero en los casos que se prescinda de sus servicios en el periodo de 
prueba tiene el derecho al pago de CTS y vacaciones truncas; además, es el mismo debe 
constar bajo documento escrito y no sobrepasar los seis meses para aquellos empleados 
considerados como trabajadores de confianza o de un año para aquellos que son de 
dirección (art. 10, LPCL)36.  
1.3.8.4 Doctrina 
Para Toyama, J en su artículo titulado “Estabilidad Laboral y Acción de Amparo: Una 
Cuestionable Sentencia del Tribunal Constitucional” nos indica que: 
“El derecho de estabilidad laboral, al estar inserto en la Constitución, es un derecho fundamental 
de acuerdo a las disposiciones contenida; en la misma. El verdadero fundamento está en la relación 
de un derecho cuestionado, determinada ideológica teórica e históricamente, con la dignidad y la 
libertad de la persona humana” (p. 5).  
1.3.8.5 La estabilidad laboral dentro de la doctrina 
                                                             
35 Art. 4 T.U.O. de la LPCL “En toda prestación personal de servicios remunerados y subordinados, se presume la existencia 
de un contrato de trabajo a plazo indeterminado” 
36 art. 10, T.U.O LPCL “El período de prueba es de tres meses, a cuyo término el trabajador alcanza derecho a la protección 
contra el despido arbitrario. 
Las partes pueden pactar un término mayor en caso las labores requieran de un período de capacitación o adaptación o que 
por su naturaleza o grado de responsabilidad tal prolongación pueda resultar justificada. La ampliación del período de prueba 
debe constar por escrito y no podrá exceder, en conjunto con el período inicial, de seis meses en el caso de trabajadores 





Dentro del ámbito doctrinario se ha llegado a la conclusión que la estabilidad laboral 
opera en dos momentos: 
 Estabilidad laboral de entrada  
La misma nos hace referencia a la garantía que debe tener un trabajador desde el inicio 
de su contrato, es decir que debe contar con la protección adecuada de un despido que no 
puede otro que no, que no esté establecido en la ley; sin embargo, en muchos casos la 
doctrina señala que será obtenida luego de superado el periodo de prueba.  Pero al mismo 
tiempo se señala la preferencia por la contratación de duración indeterminada sobre la 
temporal, salvo cuando la labor a cumplir sea de dicha naturaleza.  
 Estabilidad laboral de salida 
Nos hace referencia a la garantía que tiene un trabajador para el término o cese de la 
relación laboral que tiene con su empleador, es decir la prohibición constitucional que 
tiene en empleador de que el término laboral no sea injustificado o arbitrario. Al mismo 
tiempo esta se subdivide en dos vertientes: 
- Absoluta 
Se dará para aquella terminación de la relación laboral, que no se encuentre prevista 
en la ley, mediante la cual bajo proceso se puede pedir la reposición o indemnización.  
- Relativa  
El trabajador realiza el mismo proceso que para la estabilidad absoluta, pero aquí se 
observara la reposición en contra de la voluntad del empleador.  
1.3.8.6 La Estabilidad como derecho al trabajo 
Hay una estrecha relación entre el artículo 22 de protección y 27 de la Constitución, 
que nos hace referencia a la estabilidad laboral de salida. Para Neves (como cito Dolorier, 
2010), el concepto de conservación del empleo supone un derecho laboral que goza de 
preceptividad (obedecido) en forma inmediata. La Estabilidad laboral por su parte tiene 
un derecho de preceptividad aplazada, el cual nos da la certeza de que la extinción de la 
relación laboral, salvo la efectuada por renuncia puede dar lugar a una interposición de 
amparo, por afectación al derecho en la conservación del empleo.  
1.3.8.7 La estabilidad laboral en el CAS 
Vamos a señalar que el Contratado administrativo de servicios no tiene estabilidad 
laboral, ya que ha permitido una figura laboral denominada prórroga automática.  





Dentro del artículo 5 del reglamento del D.L.  N° 1057, nos lleva al camino de la 
denomina prórroga automática, la cual si eres un CAS contratado a un plazo determinado 
y por descuido de tu empleador no firmas ni renovación o prorroga y continúas laborando 
después del plazo, se entiende que si laboras por meses se te dará la adenda de prorroga 
y de renovación si pasa para el otro año fiscal.  
 Etapas de la prórroga automática  
La prórroga automática tiene cuatro etapas, la primera que se remonta al inicio, en donde 
no existía la figura o presunción de la labor continuada luego de vencido el contrato, 
pasaría a ser ampliado.  
Fue el TC, quien comienza con la incorporación de dicha figura, la cual es negada 
nuevamente por el mismo por no ser compatible con la naturaleza de los derechos del 
trabajador, acción que llego demasiado tarde ya que bajo el artículo 5 del D.S. 065-2011, 
se logra incorporar la prórroga automática y extrañamente el TC, en un giro sin igual le 
da el visto bueno para su continuidad.  
Para el 2014, bajo el II pleno jurisdiccional supremo laboral se dio como conclusión 
respecto al tema de la contratación sin contrato que no se daría la figura de la prórroga 
automática, y pasado el plazo de podría empezar a luchar para obtener un contrato 
indeterminado.  
Pero para el 2016, se volvió a adoptar la figura de la prórroga automática. Todo ello nos 
lleva a la conclusión que es la facultad discrecional que se le ha otorgado al empleador 
para que, sin mucho esfuerzo, solo comunicándolo previamente el cumplimiento del 
plazo al trabajador que será despedido. Es decir que la suerte del trabajador de continuar 
o no laborando, sea por un mes, meses o incluso años, depende del ánimo del empleador 
o entre comillas de su necesidad para el puesto. Por tanto, se observa que el régimen no 
protege del despido arbitrario indebido y por el contrario es permisible gracias a la figura 
empleada, que en los demás regímenes no se utiliza.  
▪ Régimen discriminatorio 
Es más que obvio señalar que el CAS, es un régimen de desde sus inicios vulnero y negó 
una figura laboral, y aun en la actualidad sigue restringiendo ciertos derechos y beneficios 
que tiene todo trabajador; es así que, Vegas, C. (2010), en su artículo titulado “La 
tendencia jurisdiccional en la determinación de la relación jurídica existente entre un 
contrato administrativo de servicios”, nos comenta que el personal que labora o presta sus 





N° 276, y que solo de forma excepcional, y bajo una norma legal que así lo establezca, 
pueden estos trabajadores ser contratados bajo el régimen laboral de la actividad privada, 
es decir bajo el régimen D.L. N° 728; Sin embargo, empezaron las distorsiones en la 
forma de contratación bajo el denominado contrato SNP, cuya figura no tiene una base 
jurídica, este es el motivo de creación y por el cual se empezaron a contratar al personal 
bajo la modalidad del CAS, que busca ayudar a disminuir aquellos conflictos que habían 
sido creado por los SNP, donde había un promedio de casi ochenta mil trabajadores y 
servía para aumentar el clientelismo político de los puestos públicos, además, evitaba de 
cierta forma el pago de costos laborales. Lamentablemente por la forma y contexto de 
creación, el CAS, seguiría siendo una figura muy parecida al SNP, ya que brinda mínimos 
derechos laborales (p. 4).  
 
Por lo mismo concluimos de lo anterior, que antes del régimen del CAS, coexistían tres 
regímenes laborales, siendo el ultimo denominado SNP, el cual fue sustituido por el CAS, 
cada uno regulado por criterios, formas de procedimiento y principios diferentes. Sin 
embargo, el CAS, solo le ha otorgado algunos de los derechos laborales y de seguridad 
social a los trabajadores, más no sido la pieza fundamental para poder lograr un verdadero 
ordenamiento en la normativa laboral, a mi parecer incluso ha sido otra fuente generadora 
para eludir y minimizar el derecho de todo trabajador.  
▪ Trabajo autónomo o subordinado (antes)  
Neves, J. (2010); nos hace referencia también a la parte que señala el régimen, respecto 
a “servicios no autónomos”; haciendo, mención que de acuerdo a la doctrina el trabajo 
puede darse por autonomía (derecho civil o mercantil) o en relación de subordinación 
(derecho de trabajo), ambos conceptos resultan a veces confusos, es por ello que se 
requiere una mayor atención judicial, para resolver las zonas grises de cada caso en 
concreto. Pero se resalta que no existe en algún concepto uno llamado “no autonomía”. 
Entendiéndose que, la relación que no sea autónoma, seria subordinada y viceversa; por 
tanto, se puede decir que nuestro ordenamiento a transfigurado un término previamente 
admitido por la comunidad académica, poniendo un texto alejado y confuso, que solo 
sería un sinónimo de subordinación37. Es bastante notorio que el estado enfatiza en 
                                                             
37 “Los funcionarios o servidores públicos que efectúen contratación de personas que presten servicios no autónomos fuera 
de las reglas del presente régimen, incurren en falta administrativa y, en consecuencia, son responsables civiles por los 





provocar un enredo, con la única finalidad de buscar la desnaturalización de la relación, 
ya que la frase “no autonomía”, carece de antecedentes jurisdiccionales (pp. 86 – 87). 
▪ Violación constitucional   
Neves, J. (2010); nos señala que, pese a que en el contrato hay una vinculación entre el 
trabajador y el Estado, este resulta el régimen con menos beneficios; viéndose, claramente 
una violación a los derechos constitucionales, como el principio de igualdad, porque 
existiendo dos regímenes laborales, se creó otro, donde marcadamente se ve una gran 
diferencia en varios aspectos a comparación de los demás. Además, se vulnera de la 
misma forma el principio de protección al trabajo, donde se sobreentiende que el Estado 
debería procurar en pro de todos los trabajadores, sin distinción del tipo de régimen en el 
que se encuentran (p.90).  
 
De igual forma Vegas, C. (2010), haciéndonos una referencia al principio de primacía 
de la realidad, que se aplicaría en la anterior forma de contratación SNP, con la finalidad 
de declarar el vínculo de desnaturalización laboral, con el argumento de: 
“[…] en los casos de discordia entre aquellos hechos ocurridos en la práctica y los que surgirían de 
acuerdos o por contratos, debe, darse preferencia a lo primero, es decir, se prefiere a lo ocurrido en 
el terreno de la práctica” (p. 6). 
En el caso del presente régimen no podría argüirse, el mismo concepto; ya que, el CAS, 
tiene un marco legal que lo regula, es decir el mismo Estado, es quien trata de encubrir y 
desmerecer la labor realizado por los trabajadores, dotándolo de menores beneficios. 
▪ Desnaturalización  
Para Palomino, N. (2016), nos define el análisis de las diversas sentencias, constando 
que ante tantas demandas interpuestas en vía judicial y constitucional, específicamente 
en los temas de derecho laboral y los de seguridad social, se ha constatado que la solución 
unánime de acuerdo al principio de la primacía de la realidad, para dichos 
reconocimientos, que la realidad que se tiene frente a la forma de contratación que se ha 
utilizado es sumamente importante, pues reafirma que el estado está encubriendo un 
modelo de régimen bajo la forma de un contrato laboral. Esto no significaría más que se 
está utilizando indebidamente un contrato que tendría que ser de naturaleza civil, para 
eludir de los cumplimientos que exigen las normas laborales, lo cual indicaría un fraude 
jurídico. El derecho empezó a aplicar lo estipulado en las normas laborales y estuvo 





que en varias sentencias se reconoció los derechos laborales a varios trabajadores 
contratados como servicios no personales, ya que se probó en la sede judicial que había 
una relación de naturaleza laboral y no civil (p. 34-37). 
 
El pleno jurisdiccional supremo en materia laboral (8 y 9 de mayo de 2014), nos señala 
que el termino de desnaturalización, se debe a múltiples demandas que fueron de 
conocimiento, vía recurso de casación presentados ante la Corte suprema, y que tiene 
como origen provenir de las normas del régimen laboral de la actividad privada; Por 
ejemplo, cuando tenemos un contrato a plazo fijo que termina siendo uno a plazo 
determinado por no cumplir con los requisitos exigidos por la ley (p. 18). 
 
El pleno además nos señala los supuestos en los cuales se desnaturalizaría el contrato 
administrativo de servicios, y que se debe plantear su invalidez en la vía de proceso 
contencioso administrativo o si el trabajador tiene referencias que lo vinculan a su 
empleador, lo hará en la vía laboral; salvo que dicha entidad esté sujeta al régimen de 
actividad privada. En los casos siguientes: a) Cuando un trabajador CAS, sigue laborando 
vencido su contrato, sin haberlo renovado. b) Trabajadores que han iniciado su trabajo 
sujeto al CAS, y continúan bajo la misma prestación de servicio, sin haber suscrito otro 
tipo de contrato. c) Trabajadores contratados en un inicio bajo el D.L. N° 728, o SNP, 
dentro de una entidad pública bajo un régimen laboral mixto o de la actividad privada y, 
que posterior a ello fueron contratados bajo el CAS, tramitándose bajo un proceso 
ordinario laboral.  d) Trabajadores contratados en un inicio bajo el D.L. N° 728 o SNP, 
dentro de la entidad pública, bajo un exclusivo régimen laboral de la actividad privada y 
que posterior a ello suscribieron un contrato CAS, tramitándose bajo un proceso 
contencioso administrativo. e) Trabajadores que continúan prestando sus servicios luego 
de vencido el contratado administrativo de servicios, tramitándose bajo la regla del 
régimen laboral de la entidad (p. 44 – 113).   
 
 ANÁLISIS CRÍTICO A LA SENTENCIA DEL TRIBUNAL 
CONSTITUCIONAL  
Nuestro Tribunal Constitucional (TC), es el intérprete supremo de la constitución, razón 
de ello que bajo el expediente N° 00002-2010-PI/TC, de fecha 7 de septiembre de 2010, 





Legislativo N° 1057, que regula el Régimen especial de contratación administrativa 
interpuesta por más de 5000 ciudadanos.  
 
Effio Arroyo, B. (2011) en su artículo titulado “El control constitucional del contrato 
administrativo de servicio y su desnaturalización”, nos comenta que el criterio sobre la 
forma en la que se iba a resolver el proceso, y su tramitación, fueron una incógnita, pues 
era el tribunal constitucional quien revisaba la constitucionalidad del D.L. 1057 y su 
reglamento. Sin embargo, la incertidumbre termino y se confirmó que la Contratación 
administrativa de servicios, por la cual fueron contratados y que realizaba toda la 
administración pública, era constitucional y debía además ser considerado dentro de la 
categoría de régimen especial, con naturaleza laboral del sector público (p.1).  
Se entiende que el fin del intérprete de la constitución, era la emisión de una sentencia 
atípica con la finalidad de proteger la norma impugnada, entiéndase bajo el principio de 
conservación de la ley; pero, al mismo tiempo se observa que esta sentencia deja mucho 
su labor de protección a la constitución y a los derechos fundamentales.  
▪ Naturaleza del CAS 
Así mismo el tribunal señala dentro de su fundamento 2038, que los CAS, son de 
naturaleza laboral por los elementos esenciales que presentan en el desarrollo de sus 
actividades, señala también que no resultaría inconstitucional que el D.L. 1057, tenga 
naturaleza laboral, ya que podría coexistir con el demás régimen existentes39, quedando 
solo por determinar si este puede formar parte o complementaria a alguno.  
 
Concluyendo luego del análisis realizado, tomándose en cuenta la forma de acceso a la 
carrera pública en comparación al D.L. 1057, se observa que este régimen no es 
complementario40 con los otros, dado que tendría su propia forma y regla de contratación, 
concluyéndose que pertenecería a un tipo de contrato independiente.  
 
                                                             
38 […] los contratos suscritos bajo el marco del Decreto Legislativo N.º 1057 son de naturaleza laboral. (Fundamento 20, STC 
00002-2010) 
 
39 dado que puede coexistir con los regímenes generales existentes. No obstante, ello, corresponde determinar si es que 
forma parte o complementa a alguno de ellos (Fundamento 26, STC 00002-2010). 
 
40 […] tomar en cuenta cómo regulan estos sistemas el acceso a la carrera pública –independientemente del régimen laboral 
aplicable– y al compararlos con el contenido en el Decreto Legislativo N.º 1057, se advierte que este no es complementario 
de ninguno de tales regímenes, dado que tiene sus propias reglas de contratación, por lo que se le puede considerar como 






A la fecha se puede asegurar que dicho régimen a pesar de ser considerado de naturaleza 
laboral, tiene derechos disminuidos en comparación a los otros regímenes e incluso 
algunos no reconocidos como el beneficio laboral de compensación de tiempo y servicio, 
siendo los mismos el punto de quiebre para señalar que se estaría vulnerando el derecho 
a la igualdad, clave con la que se podría hacer entender al TC, que debe declararse su 
inconstitucional, a pesar que este difiera y señale que al ser un régimen de naturaleza 
distinta, también debe tener un trato diferenciado41.  
▪ Vacío normativo 
Estable la sentencia dentro de su fundamento 4642 que de destituir al D.L. 1057, del 
ordenamiento jurídico, ocasionaría vacíos normativos, como expresa literalmente la 
sentencia que el Tribunal debe actuar de forma responsablemente y advertir que, si se 
declarase la inconstitucionalidad de la Ley impugnada, este atañería dejar sin derechos 
laborales a quienes han sido contratados dentro de su marco regulatorio, escenario que 
sería eminentemente inconstitucional. Pero se olvidó que pudo establecer dentro de este 
supuesto a la “vacation sententia” amparada por la misma constitución43, la cual protege 
a las garantías de amparo, habeas data, habeas corpus, acción de inconstitucionalidad, 
popular y de cumplimiento, y además nos señala que no tienen efectos retroactivos44 las 
sentencias del tribunal constitucional que puedan declarar en parte o toda la 
inconstitucionalidad de una norma legal.  
 
1.4 FORMULACIÓN DEL PROBLEMA  
Balliache, D. (2015) en su guía titulada “El problema y su delimitación”, nos comenta 
que la formulación del problema consiste en el diseño o planteamiento de una pregunta 
que encierra básicamente una dificultad que puede ser teórica o práctica, que definirá con 
                                                             
41 […] no es posible, dado que no nos encontramos frente a regímenes o sistemas laborales que tengan la misma naturaleza 
o características, pues el acceso a ellos, es de diferente naturaleza –como se ha sido advertido precedentemente–, lo que 
justifica un trato diferenciado, no siendo por ello necesario, para criterio de este Colegiado, que se aplique el test de igualdad 
(Fundamento 33, STC 00002-2010). 
42 El Colegiado considera en este caso más allá de las críticas que algunos fallos anteriores hubieran generado en ciertos 
sectores–, corresponde dictar una sentencia interpretativa (Vid. STC 0004-2004-CC, fundamento 3.3), la que encuentra su 
fundamento normativo en diversas disposiciones constitucionales (artículos 38º, 45º, 51º y 93º de la Constitución); ello porque 
el Tribunal debe actuar responsablemente al advertir que si se declarase la inconstitucionalidad de la Ley impugnada, se 
generaría un vacío normativo, que importaría dejar sin derechos laborales a quienes han sido contratados bajo su marco 
regulatorio, situación que sería manifiestamente inconstitucional. (fundamento 46, STC 00002-2010). 
 
43 Artículo 200 de la Constitución Política del Perú “Una ley orgánica regula el ejercicio de estas garantías y los efectos de la 
declaración de inconstitucionalidad o ilegalidad de las normas". 
 
44  Articulo 204 C.P. “No tiene efecto retroactivo la sentencia del Tribunal que declara inconstitucional, en todo o en parte, 





exactitud cuál será el problema resolver, es decir busca hallar las soluciones planteadas 
por el investigador (p. 8).     
Podemos concluir del mismo que la investigación es la sustancia que define al problema 
general, el cual es un tema que ha generado un interés nacional y en consecuencia afecta 
a una sociedad, señalando específicamente al régimen especial de contratación 
administrativa de servicios en el Perú.  
• Problema General  
¿De qué manera el régimen de contratación administrativa de servicios se 
desenvuelve dentro del derecho laboral? 
• Problemas Específicos  
Según Rodríguez, D. y Valldeoriola, J. (2014), en su libro titulado “Metodología de la 
Investigación”, nos indica que un problema debe ser claro y sin ambigüedades, mediante 
una pregunta o varias que dirija hacia las incógnitas que se buscan en la investigación” 
(p. 23).   
Por lo tanto, los problemas específicos son derivados del problema general, y las 
variables o subcategorías deben guardar una relación estrecha con la investigación, el 
cual es el soporte del problema planteado.  
P.E.1 ¿El régimen de contratación administrativa de servicios puede afectar los derechos 
laborales de los trabajadores? 
P.E.2 ¿Cómo vulnera el régimen de contratación administrativa de servicio la estabilidad 
laboral y la compensación por tiempo de servicios? 
1.5 JUSTIFICACIÓN DEL ESTUDIO  
La justificación involucraría desarrollar las dudas que se originan para el desarrollo de la 
presente investigación, consiste en la sustentación de las doctrinas con relación a la 
implicancia teórica, metodológica y normativa (Ñaupas, Mejía, Novoa y Villagómez, 
2014, p. 164). 
Entonces entendemos que las justificaciones deben estar orientadas a determinar la forma 
y procedimiento de la investigación, siendo la base que dará inicio a la investigación, y 






La presente investigación se enfocará en el Análisis de la Desnaturalización del Régimen 
Especial de Contratación Administrativa de Servicios desde la Jurisprudencia 
Constitucional, buscado el punto de quiebre para el extraño entendimiento y la aplicación 
que se observa desde nuestra normativa jurisprudencial, además de la evaluación y logro 
que se ha tenido luego de varios análisis de sentencias presentadas.  
• Metodológica  
La justificación metodológica, permite que, a través de la conceptualización y unión de 
los mismos, la elaboración y la aplicación de diversos análisis realizados por diversos 
conocedores del derecho, nos señalan que deben ser investigadas y demostrar su validez, 
utilizando métodos confiables de más trabajos de investigación y otras fuentes educativas. 
• Práctica 
El estudio que he realizado es porque existe la necesidad de mejorar el entendimiento que 
nace de nuestra normativa jurisprudencial para el mejor desarrollo del régimen CAS, 
logrando de esta forma que se deje de vulnerar los derechos laborales.  
• Relevancia  
La relevancia está constituida en lograr que se genere y trascienda la importancia de la 
afectación que el régimen de contratación administrativa de servicios, está generando. 
• Contribución   
Se ha tratado de reunir a todos los medios físicos y virtuales, así como fuentes confiables 
con la finalidad de lograr un adecuado desenvolvimiento que permita la interacción del 
ciudadano de pie, para que comprenda de manera más idónea lo que significa estar dentro 
de un contrato administrativo de servicios y cuáles serían sus derechos afectados, así 
como la visión que tiene la jurisprudencia sobre el tema. 
 
1.6 OBJETIVOS/ SUPUESTOS DEL TRABAJO  
1.6.1 Objetivo General  
Los objetivos en un sentido amplio serán aquellos pronósticos que se desean 
alcanzar dentro de nuestra investigación, teniendo por finalidad responder a las 
interrogantes trazadas con relación al problema de investigación (Ñaupas, et al, 2014, 
p. 161).  
El objetivo es la búsqueda dentro de nuestra investigación que nos guiara hacia el 






O.G. Analizar de qué manera los derechos laborales son trasgredidos en la 
contratación administrativa de servicios en el Perú. 
 
1.6.2 Objetivo Especifico  
Según Heidegger (como se citó en Rodríguez, D. y Valldeoriola, 2014, p. 22), 
“Toda investigación empezara con una interrogante, esta pregunta condicionara la 
formulación de los objetivos específicos, que son los propósitos que derivaran del 
objetivo general”.  
 
O.E.1 El régimen de contratación administrativa de servicio afecta los derechos 
laborales de los trabajadores. 
O.E.2 Conocer como trasgrede el régimen de contratación administrativa de servicio 
la estabilidad laboral y la Compensación por tiempo de servicios. 
 
1.6.3 Supuestos General  
La presente investigación es de enfoque cualitativo, y, a través de las hipótesis se 
podrá lograr la afirmación de la información recolectada que busca demostrar la 
vulneración de los beneficios laborales del trabajador en el Perú.  
 
S.G. El contrato administrativo de servicios en el Perú es una forma de contratación 
que transgrede los derechos laborales de los trabajadores. 
 
1.6.4 Supuestos Jurídico Específicos  
 S.E.1 El contrato administrativo de servicios es un régimen de contratación que afecta 
los derechos laborales de los trabajadores. 
S.E.2 El contrato administrativo de servicios vulnera la estabilidad laboral y la 












“A inicio del ciclo XX, de la mano de antropología y la sociología, aparece la 
metodología denominada cualitativa, algunos autores hablan de metodologías 
comprensiva o constructivista orientados a la interpretación de los fenómenos humanos” 
(Rodríguez, D. y Valldeoriola, 2014, p. 46). 
Por tanto, la presente investigación es de tipo cualitativo, ya que hace una interpretación 
de la realidad en cuanto a la vulneración acarreada por la forma de contracción del 
régimen de contratación administrativa de servicios.  
2.1 Diseño de investigación  
- Teoría Fundamentada  
Para (Rodríguez, D. y Valldeoriola, 2014) hay varios métodos cualitativos que podemos 
encontrar y números clasificaciones, entre ellos es el de la teoría fundamentada, que tal 
como ocurre con los estudios de casos, ya ha sido previamente estudiado, y utilizara datos 
de todo tipo, teniendo principalmente a estrategias como la recolección y registro de datos 
a través de entrevistas, observaciones y cualquier tipo de documentos, incluido 
audiovisuales (p.62). 
En el presente caso la investigación ha sido previamente estudiada, circunstancia que ha 
permitido tener una mayor referencia en lo que se pretende proponer, y se tiene como 
único fin exponer la problemática generada por el régimen especial de contratación 
administrativa de servicio al derecho laboral para los trabajadores del sector público en 
el Perú. 
- Fenomenológico 
Para (Maykut y Morehouse, 1994, p. 11) el diseño fenomenológico nos describe al mundo 
como algo que se encuentra en constante construcción, capaz de ser cambiando o 
modificado por los sujetos que lo habitan, dándole un significado; entendiéndose así que 
el conocimiento forma parte de esa construcción, y el conocedor no puede aislarse 
totalmente de lo que es conocido.  
Basándonos en este orden de ideas explicamos como el D.L. 1057, no respeta todos los 
derechos que deben tener los trabajadores que prestan sus servicios al sector público, a 
pesar de que dichos derechos están debidamente plasmados dentro de nuestra 
Constitución Política, lo cual conlleva a la visión clara de que un sector de la población 





demostraremos a través de la óptica del juicio de expertos. Así mismo presentare un el 
grafico en forma detallada que utilizare para la presente investigación. 
 
2.2 Método de muestreo  
El presente trabajo de investigación es de naturaleza no probabilística razón por la cual 
los muestreos son intencionales siendo las unidades de muestro los conceptos derivados 
de los discursos.  
Escenario de estudio  
Se ha tenido en cuenta para el presente trabajo el ambiente social y humano que están 
involucrados los trabajadores del sector público sujetos al régimen especial de 
contratación administrativa de servicios. Además, siendo una investigación cualitativa se 
delimitará como instrumento a la entrevista en base a una muestra no estadística, a fin de 
darle validez a la investigación.  
 
El escenario de estudio de la presente investigación se encuentra delimitado por la 
entrevista realizada a expertos.  
Caracterización de sujetos  
Los entrevistados serán personas especialistas de determinados campos, teniendo como 
principal énfasis a los especialistas del Derecho Laboral, abogados especialistas y 
litigantes en el ámbito del derecho constitucional y derecho laboral.  
 
Tabla 1: Caracterización de los Sujetos 
Sujetos Cargo Conocimiento 
Raúl A. Chafloque Balboa 
Abogado del 1° Juzgado 
Laboral de Paz Letrado de 
S.L.J. 
Optimo 
Flor de María Lovera Dávila 
Abogada del Ministerio de 
Justicia  
Optimo 
Jorge Antonio Jara Ávila Abogado  Optimo 
Luis Machula García 
Abogado de la Procuraduría 
Pública 
Optimo 
Cristian Rojas Álvarez 







Jesús Paypay Morales 
Abogado de la Subjefatura de 
administración del personal 
civil 
Optimo 
Néstor Sulca Tapia Abogado Optimo 
Fuente: Elaboración Propia  
 
Instrumento:  
Los instrumentos será aquellos materiales usados con la finalidad de recopilar una 
información que es de suma importancia dentro de una investigación y tiene por 
finalidad recopilar las opiniones de las personas que vamos a entrevistar, y permite al 
investigador analizar a través de la observación las posturas de especialistas que 
formaran parte de los resultados.  
Guion de entrevista  
La guía de entrevista es utilizada por varios investigadores para asegurar que los temas 
sean explorados con un número de informantes, es de forma no estructurado, con áreas 
generales que deben cubrirse por cada informante (Taylor y Bogdan, 1992 p. 117)  
Plan de análisis o trayectoria metodología  
Se ha usado para la presente investigación tipo básica un análisis jurídico, hermenéutico 
y la deducción, los cuales tienen como finalidad arribar a las conclusiones y las 
recomendaciones finales.  
2.3 Rigor científico  
Para Franklin y Ballau, 2005 (como se citó en Salgado, 2007), los criterios que se 
utilizan para la evaluación del rigor científico de un estudio de enfoque cualitativo y por 
consecuencia su rigor metodológico son la credibilidad, transferibilidad y la 
dependencia. 
En el presente caso se han realizado reconstrucciones teóricas tratando de encontrar la 
máxima coherencia entre las diversas interpretaciones, lo cual conlleva a que el presente 
trabajo tenga validez metodológica empleando la consistencia lógica. 
2.4 Análisis cualitativo de los datos  
El presente trabajo utiliza un estudio descriptivo e interpretativo, ya que consiste en 
describir lo que se ha entendido, transformando los datos en una realidad identificable; 
que se logra a través de una selección e interpretación de la información sobre el 





administrativa y su afectación en cuanto al no reconocimiento de los derechos laborales 
de los trabajadores contratados bajo esta modalidad (Maykut y Morehouse, 1994). 
2.5 Categorías  
Categoría 1: Contrato administrativo de servicios 
En su artículo primero del decreto supremo N° 065-2011-PCM, nos indica al respecto 
que el contrato administrativo de servicio y sus normas aplicables, pertenecen a un 
régimen contractual especial dentro del ámbito laboral para el sector público y privado, 
que vincula a una entidad con una persona natural que sus presta servicios.  
Subcategorías: 
Naturaleza jurídica 
Derechos y beneficios CAS 
 
Categoría 2: Derechos laborales  
Nuestra Constitución Política, dentro de sus artículos 22 al 29 y ss., nos hace referencia 
a la protección que ejerce el Estado en cuanto a la protección de los trabajadores, a su 
promoción e incentivo a nivel nacional, además de ser promotora de la creación de 
Leyes, reglamentos, decretos, etcétera, que deben tener como base y sustento legal a la 
misma. Siendo que los derechos deben ser regulados por diversos decretos, pero se tiene 
como base a la RMV, CTS, estabilidad laboral, vacaciones, descansos, asignación 
familiar entre otras. 
 Sub Categorías: 
Principios laborales 
Beneficios laborales  
Estabilidad laboral y compensación por tiempo de servicios  
 
Tabla 2:  Tabla de Categorías 
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administrativa de servicios en 
el Perú. 
O.E.1 El régimen de 
contratación administrativa de 
servicio afecta los derechos 
laborales de los trabajadores. 
O.E.2 Conocer como trasgrede 
el régimen de contratación 
administrativa de servicio la 
estabilidad laboral y la 






Fuente: Elaboración Propia. 
 
2.6 Aspectos éticos  
El presente estudio se caracterizará porque en todo momento durante todos sus 
procedimientos se realizó con la máxima honestidad, respetando la propiedad 





















III. DESCRIPCION DE RESULTADOS 
A continuación, desarrollaremos el capítulo de descripción de resultados e 
interpretación de los datos cualitativos, tomando en cuenta a que se escogieron dos 
categorías: La Contratación administrativa de servicios (CAS) y Los Derechos Laborales 
(BL). Por cada categoría se discriminaron una serie de subcategorías que responden a los 
indicadores, los cuales han sido previamente detallados en la Tabla 2, y están vinculados 
directamente al tema principal. Todo ello ha permitido a través de la Guía de entrevista el 
desarrollo de la información durante la investigación para poder presentar los resultados en 
función a los objetivos propuestos.  
3.1 Descripción del resultado desde la fuente normativa: 
La OIT bajo el Convenio N° 111, presenta su postura protectora de los derechos del 
trabajador, la cual busca luchar en contra de cualquier tipo de discriminación que conlleve 
al menoscabo del trabajador para enfrentar los retos que se le presentan, así como evitar la 
diferenciación laboral, o trato diferenciado que no sea favorable para el trabajador. 
Argumento que parece que al D.L. N° 1057, no ha tomado en cuenta, porque tiene una 
clara exclusión y diferenciación en comparación a los otros regímenes.  
El Código Procesal Constitucional en su artículo V, nos especifica que el “TC tiene como 
función principal establecer dentro de su contenido esencial a lo establecido por la 
constitución, precisando que su búsqueda radica en la protección de los derechos 
reconocidos en la Ley fundamental, así como en la interpretación de disposiciones 
constitucionales como el principio de unidad de la Constitución y los alcances del Derecho 
Internacional de los Derechos Humanos y los tratados en el que el Perú es parte”. Sin 
embargo, dentro del régimen de contratación administrativa de servicios se ha observado 
claramente una transgresión a los derechos laborales, ya que sus derechos reconocidos son 
mínimos y no se respaldan complementa mente con lo señalado por la Constitución y los 
Tratados internacionales.  
El artículo 1 de la Ley N° 29352, cuyo objetivo es señalar que la CTS es un seguro contra 
el despido o cese, que permitirá el apoyo al trabajador ante alguna contingencia que pueda 
suceder en el periodo de desempleo.  
3.2  Descripción del resultado desde la jurisprudencia:  
En la STC en el Expediente Nº 0008-2005-PI, el Tribunal estableció bajo su 





producto genera producción y riquezas, así como el doble ámbito que produce su 
desarrollo, la parte inherente y el sustento. Cuando nos señala que:  
“El trabajo tiene el doble signo de lo personal y necesario. Es personal, porque la fuerza con que 
se trabaja es inherente a la persona y enteramente propia de aquel que con ella labora. Es necesario, 
porque del fruto de su trabajo el hombre se sirve para sustentar su vida, lo cual es un deber 
imprescindible impuesto por la misma naturaleza” 
De igual forma nos indica que la dignidad de todo trabajador reside en su condición de 
sujeto, y en su aspecto sustantivo donde radica su importancia, señalándonos: 
“Esencialidad del acto humano, destinado al mantenimiento y desarrollo de la existencia y 
coexistencia sociales. Vocación y exigencia de la naturaleza humana. El trabajo es sinónimo y 
expresión de vida. Carácter social de la función, ya que sólo es posible laborar verdaderamente a 
través de la colaboración directa o indirecta de otro ser humano, o sea, trabajando con y para los 
otros”. 
 
En la Casación Nº 5958-2016 de Lima, dentro de la causal del recurso interpuesto por la 
demandante se señala, “La normativa por aplicación indebida del precedente vinculante 
dictado por el Tribunal Constitucional, recaído en el Expediente N° 05057-2013-PA/TC”.  
A su vez en su considerando cuarto señala, “que los obreros municipales se encuentran 
bajo régimen laboral establecido en el artículo 37° de la nueva Ley Orgánica de 
Municipalidades y donde se especifica que son servidores públicos sujetos al régimen 
laboral de la actividad privada, es decir bajo el D.L. N° 728, y no pueden ser considerados 
bajo el régimen de la contratación administrativa de servicios. Cuyo razonamiento bajo el 
artículo 2245° del Texto Único Ordenado de la Ley Orgánica del Poder Judicial, constituye 
doctrina de obligatorio cumplimiento”. Podemos observar que el Contrato administrativo 
de servicio, se ha generalizado de tal forma que las entidades contratistas no tienen reparo 
en hacer contrataciones amparadas y permitidas por el mismo Decreto legislativo, sin 
importar que la naturaleza de la laboral sea de forma permanente o no, lo cual restringe y 
vulnerada los derechos de los trabadores, que por necesidad tiene que aceptar contratos 
donde no se les reconozca sus derechos inherentes y posteriormente bajo necesidad ante el 
inminente despido recurrir a demandas largas para el reconocimiento del mismo. 
                                                             
45 Artículo 22 de la TUO Ley Orgánica del Poder Judicial Carácter: “vinculante de la doctrina jurisprudencial. Las Salas 
Especializadas de la Corte Suprema de Justicia de la República ordenan la publicación trimestral en el Diario Oficial "El 
Peruano" de las Ejecutorias que fijan principios jurisprudenciales que han de ser de obligatorio cumplimiento, en todas las 





Pudiéndose observar la clara transgresión que realiza el régimen CAS, en contra de los 
derechos laborales.   
La sala suprema de derecho constitucional y social permanente de la corte suprema de 
justicia de la república en su sentencia casación laboral del Expediente  
N° 274 – 2012, en la libertad de fecha 26 de junio de 2012 
Dentro de sus antecedentes se señala que se ha interpuesto el recurso de casación por el 
representante del Registro Nacional de Identificación -RENIEC, contra la sentencia de 
vista dada el 28 de noviembre de 2011,  declara : A) Inaplicación del D.L. N° 1057, donde 
se refuta el reconocimiento indebido del pago de beneficios, producto de la relación 
contractual entre el empleador y la demandante, quien se encontraba laborando bajo el 
RCAS (a través de la prórroga46), régimen que no reconoce dicho beneficio social; B) 
Infracción normativa del D.L. N° 65047, donde se establece que pese haber existido una 
relación de trabajo sujeta al régimen D.L. N° 728, la sala había dispuesto indebidamente el 
pago de CTS) Infracción normativa del inciso 5, articulo 13948 de la Constitución Política, 
porque no se había efectuado una motivación debida para justificar lo que se ha decidido. 
Pero observamos dentro de su fundamento para decisión que la sentencia recoge los 
considerandos siguientes, primero, confirma el trabajo bajo dos modalidades efectuadas 
por la demandante Rosa Valera Villena, bajo Locación de servicios y CAS, donde en ambos 
ejercía la misma función; segundo, que se determina que basta con la suscripción 
contractual para acceder a esta régimen; pero, que necesariamente esta debe enmarcarse en 
el fundamento de la razón suficiente, la cual nos señala claramente que a la inexistencia de 
una relación laboral y el uso en el empleo del CAS, debe ser como medio de mejoramiento 
en cuanto a la condición del trabajador; cuarto, por lo mismo la causal de inaplicación del 
D.L 1057, se declara infundado por haberse determinado la desnaturalización en los 
contratos de locación de servicios anterior al régimen CAS suscrito, además, la demandante 
se desempeñó bajo el mismo cargo y la misma labor, entonces la tesis en la que demandante 
                                                             
46 Artículo 5° del Reglamento del Decreto Legislativo N" 1057.- Duración del contrato administrativo de servicios: “5.1. El 
contrato administrativo de servicios es de plazo determinado. La duración del contrato no puede ser mayor al período que 
corresponde al año fiscal respectivo dentro del cual se efectúo la contratación; sin embargo, el contrato puede ser prorrogado 
o renovado cuantas veces considere la entidad contratante en función de sus necesidades. Cada prórroga o renovación no 
puede exceder del año fiscal y debe formalizarse por escrito antes del vencimiento del plazo del contrato o de la prórroga o 
renovación anterior […]”. 
47 TUO de la Ley de Compensación por Tiempo de Servicios 
48 Inc.5, Artículo 139: “La motivación escrita de las resoluciones judiciales en todas las instancias, excepto los decretos de 





por haber suscrito contratos administrativos de servicio es trabajadora del sector público y 
por ello debió accionar bajo el proceso contencioso administrativo, que para el presente 
caso difiere y se une a la motivación de las sentencias de mérito, en razón a que la 
demandante tenía ya un contrato de trabajo a plazo indeterminado con su empleador 
RENIEC. Quedo demostrado que existe una relación laboral encubierta por el 
Considerando quinto, para mayor detalle en 13 de diciembre de año 2011, bajo el 
expediente N° 01154-2011-PA/TC, fue el propio tribunal constitucional que modificando 
el criterio expuesto bajo la sentencia N° 00002-2010-PI/TC, del año 2010;  señala, de forma 
expresa, dentro de su fundamento sexto49, que no se puede por lo mismo decir que, por 
realizar el contrato con posterioridad, este quedaba novado o consentido, justificadamente 
porque la misma se encuentra amparada en la irrenunciabilidad de sus derechos laborales, 
recogidos por la Constitución y la ley, más aun si la forma nueva de contrato no justificaba 
algún mejoramiento en cuanto a la condición de trabajadora. Por ello en función al 
principio de continuidad, el contrato suscrito tiene permanencia a través del tiempo.  
Por tanto, se reconoció el derecho laboral de la CTS, bajo el Considerando 6, en el punto 
de infracción normativa dentro del D.L. N° 650 e infracción del inciso 5 del artículo 139°50 
Constitución Política, habiéndose fijado que la demandante, era una trabajadora amparada 
por el régimen laboral de la actividad privada, esta debía recibir el derecho de la 
compensación por tiempo de servicio, cuya fijación se da en calidad de un beneficio social 
de previsión de contingencia que se producirían al cese o promoción laboral al trabajador. 
Es de advertirse claramente la postura del supremo al señalar enfáticamente que el análisis 
efectuado en las sentencias anteriores, fueron correctos.  
 
Bajo el Expediente Nº 00263-201251 el Tribunal Constitucional, nos señala “que el 
tribunal tiene como esencia el argumento de que un trabajador tiene derecho de acceder a 
una relación laboral y a no ser despedido sin causa justa. Entiéndase que el trabajo, va más 
allá de un aspecto objetivo y supone que el Estado debe tener políticas orientadas de 
accesos a puestos laborales y no ser despedidos por alguna causa injusta”. Sin embargo, 
                                                             
49 sentencia N° 00002-2010-PI/TC, fundamento 9: “[…] resulta relevante destacar la continuidad en las labores administrativas 
realizadas por la demandante independientemente de la modalidad de su contratación, hecho que permite concluir que los 
supuestos contratos de locación de servicios y contratos administrativos de servicios encubrieron, en realidad, una relación 
de naturaleza laboral y no civil, por lo que la actora solamente podía ser despedida por causa derivada de su conducta o 
capacidad laboral que lo justifique, lo que no ha ocurrido en el presente caso”.  
50 Inciso 5 Art. 139° “La motivación escrita de las resoluciones judiciales en todas las instancias, excepto los decretos de 
mero trámite, con mención expresa de la ley aplicable y de los fundamentos de hecho en que se sustentan”. 





dentro del Decreto Legislativo N° 1057, podemos observar la continuidad del trabajo 
(prorrogado o renovado), y que la decisión del cese únicamente depende del criterio del 
empleador, lo cual no refleja lo establecido previamente, pues es el contrato que se 
encuentre en una situación de vaivén y no refleja tampoco una Estabilidad laboral.  
 
Bajo el Expediente N° 01417-2012, del Tribunal Constitucional, sobre el recurso de 
agravio interpuesto por María Elena Carpio contra la sentencia del 30 enero de 2012, dada 
por la Sala superior mixta y penal de apelaciones de la Corte superior de justicia de Ica.  
En su fundamento 6, nos resalta que la esencia del derecho del trabajo involucra dos 
directrices, el poder acceder a un puesto laboral (implica que el Estado tenga políticas 
orientadas para que la población acceda a puestos laborales) y a no ser despedido por una 
causa injusta. Indica además que la recurrente ha prestado servicios de locación desde el 
01 de julio de 2009 hasta el 30 de junio de 2011, confirmándose que la demandante presto 
servicios de forma ininterrumpida, ejerciendo labores de naturaleza permanente y 
subordinada.  
Señalando en su fundamento 12, que la entidad contratante ha vulnerado derechos 
constitucionales del trabajador y se ordenara la reposición de la agraviada como trabajadora 
a plazo indeterminado.  
3.3 Descripción del resultado desde la doctrina 
Para Huamán, L. (2010), el CAS, representa una vuelta de tuerca que ha realizado el 
Derecho administrativo, el cual más parece un derecho del enemigo, porque en materia de 
contratación del personal bajo este régimen, no se tiene el respeto al derecho fundamental 
que tiene todo trabajador. El RECAS o el CAS, en su lucha por normar a través del vínculo 
laboral extrañamente todavía unido al derecho administrativo, a partir de un régimen de 
contratación privada, en la que se observa una condición sui géneris, ya que contiene 
elementos que la justifican como un régimen con relación laboral privado y al mismo 
tiempo agrupa una línea para el despido unilateral que es permitido y al mismo tiempo 
incompatible con la Constitución. Además, se puede llegar a comprender la necesidad que 
tenía el Poder ejecutivo de buscar que el personal que previamente había venido siendo 
contratado bajo el amparo de normas civiles, pase a otro régimen; Sin embargo, no se logra 
justificar que ello implique el atropello de los derechos fundamentales, que encuentran 






Ramírez, S. (2017) en su tesis titulada “Análisis de la sentencia 00002-2010-PI desde 
la perspectiva de la función pública”, para optar la especialidad en Derecho administrativo, 
nos señala que a pesar de que el TC indicara que no resulta inconstitucional el D.L. N° 
1057, ya que se puede considerar como una norma del derecho laboral y puede coexistir 
con los demás regímenes generales, al mismo tiempo reconoce que por la naturaleza laboral 
que tiene el contrato administrativo de servicios, no es posible que la norma haya sido 
aplicada como fue difundida. Se entiende que, al considerar una norma de naturaleza 
laboral, esta tiene que ser interpretada y adecuada al contenido Constitucional y por tanto 
deberían reconocerse todos los derechos laborales. Asimismo, dicho reconocimiento 
reivindico la condición de segunda categoría que tenían los trabajadores del CAS, ya que 
se les reconocía mínimos derechos laborales, lo cual, a pesar de la negativa, propicia una 
discriminación a los trabajadores CAS, que ejercer la misma función que los otros en los 
regímenes generales y vulnera los derechos y obligaciones de la función pública52 y la 
carrera administrativa. (p. 13).   
 
Para Cruz, H. (2014), la CTS es el fondo previsional, que tiene un trabajador para 
prevenir las circunstancia que se pueden presentar luego del cese de sus funciones, pero 
además no olvidemos que este derecho se cumplirá para aquellos trabajadores que laboren 
por lo menos 4 horas diarias.  
 
3.4 Resultado del análisis de las entrevistas 
En este punto podemos observar los criterios personales de los especialistas legales de 
acuerdo a su punto de vista con las preguntas planteadas dentro de la guía de entrevista. 
- Resultado de las entrevistas relación al Objetivo general: 
Respecto a la pregunta uno, “Considera usted que el régimen de contratación 
administrativa de servicios ha sido un régimen adecuado para la contratación estatal, pese 
a su carencia normativa en la protección de los derechos laborales del trabajador”, cuya 
respuesta de (Jara, 2018) tiene cierta similitud con (Machuca, 2018), al señalarnos que el 
Régimen del CAS, es más que nada una opción de escapatoria del Estado ante múltiples 
demandas de inconstitucionalidad previamente presentadas por los trabajadores 
                                                             
52 Carta Iberoamericana de la Función Pública de la V Conferencia Iberoamericana de Ministros de Administración Pública y 
Reforma del Estado 2003 “La función pública de un país puede albergar relaciones de empleo basadas en un nombramiento 
o en un contrato, reguladas por el derecho público o por el derecho privado, y cuyas controversias se sustancian ante órganos 





anteriormente contratados bajo la modalidad de servicios no personales y locación de 
servicios; por tanto, no es un régimen adecuado para la contratación de los trabajadores 
porque carece de adecuada protección de los derechos laborales.  
Mientras que (Rojas, 2018) y (Paypay, 2018), nos dice que lo considera un régimen 
adecuado en comparación al contrato por servicios no personales o de locación de servicio, 
pero comparados con los otros regímenes actuales es discriminatorio ya que no ofrecen 
adecuada protección de los derechos laborales. 
Para (Suca, 2018) y (Chafloque, 2018) definitivamente el CAS, no es la mejor forma de 
contratación estatal, debido a que no cumple con el respeto irrestricto de protección para 
sus beneficios laborales.  
Pero (Lovera, 2018), nos da una postura totalmente ajena al señalarnos que considera que, 
si es adecuado el régimen de contratación administrativa de servicios por el momento, hasta 
cuando se logre una unificación de contratos en el Estado y el presupuesto 
 
FIGURA 1: EL CAS Y LA CONTRATACION ESTATAL 
Fuente: Elaboración propia  
 
Respecto a la pregunta dos, “Considera usted que desde la creación del régimen de 
contratación administrativa de servicios como medida de eliminación de los contratos SNP, 
ha cumplido la misma función de afectación para los trabajadores”, cuya respuesta de 
(Paypay,2018), nos señala que es parecido a los SNP, en cierta medida ya que reconoce de 
forma reducida los derechos y beneficios laborales.  
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En igualdad de ideas (Jara, 2018) y (Machuca, 2018), nos dicen que el CAS, solo ha sido 
una forma para evitar las constantes demandas producidas en relación a los SNP, pero el 
mismo sigue restringiendo y afectando los derechos del trabajador y por tanto incumple la 
adecuada protección que otorga la misma constitución. En concordancia con ello (Suca, 
2018) y (Chafloque, 2018), nos señalan que el contrato administrativo de servicios tampoco 
a cubierto a cabalidad la protección de los trabajadores de forma adecuada. 
Mientras (Rojas, 2018), señala que el Estado ha creado una multiplicidad de formas de 
contratación bajo diversos regímenes, creyendo erróneamente que ello mejoraría la calidad 
laboral, como en el caso de la creación CAS, que protege derechos laborales reducidos, y 
podría señalarse que cumple una función parecida al SNP. Al mismo tiempo con ideas 
parecidas (Lovera, 2018), nos hace referencia que no se establece la estabilidad laboral, ya 
que a veces los mismos CAS, son de 1 mes de duración.  
 
FIGURA 2: El CAS Y LOS SNP 
 
Fuente: Elaboración propia  
 
- Resultado de las entrevistas relación al objetivo específico 1: 
Respecto a la pregunta tres, “Considera usted que el régimen de contratación 
administrativa de servicios transgrede el principio de igualdad de oportunidades frente a 
los demás regímenes de contratación para el personal del sector público”, para (Machuca, 
2018), y (Jara, 2018), el CAS ha afectado el principio de igualdad de oportunidades, ya que 
a diferencia de los otros trabajadores que están comprendidos en otros regímenes como el 
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D.L. N° 276 y D.L. N° 728, en el presente se ofrecen beneficios disminuidos, lo cual 
también lo vuelve discriminatorio.  
Para (Rojas, 2018) y (Chafloque, 2018), lo estipulado dentro de la misma constitución, el 
CAS presenta diferencias en el reconocimiento de los beneficios laborales, que sí, tienen 
otros regímenes por tanto viola el derecho de igualdad de oportunidades y reconocimiento 
de derechos. Con igual similitud (Paypay, 2018), nos dice que la igualdad de oportunidades 
nos señala que no podemos ser excluidos por ningún motivo en el trato laboral cosa 
evidente en el CAS. Y para (Suca, 2018), si transgrede el principio de igualdad de 
oportunidades ya que tiene varios beneficios laborales que otros regímenes si tienen.  
Sin embargo (Lovera, 2018), considera que no, si nos encontramos frente al régimen 
laboral del D.L. N°276. Pero si tiene derechos disminuidos en relación al régimen del D.L. 
N° 728.   
 
FIGURA 03: EL CAS Y LA IGUALDAD DE OPORTUNIDADES 
 
Fuente: Elaboración propia  
 
Respecto a la pregunta cuatro, “Considera usted que el régimen de contratación 
administrativa de servicios a recogido todos los derechos laborales dentro de su 
normatividad y lo ha protegido”, para (Paypay,2018), (Rojas, 2018) el régimen ha hecho 
un intento por recocer dentro de su normativa a todos los beneficios laborales, pero no lo 
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ha logrado, hay varios beneficios que no se encuentran incluidos y por tanto no gozan de 
protección, aun teniendo reconocimiento laboral.  
Y (Machuca, 2018), (Jara, 2018), (Suca, 2018) y (Chafloque, 2018), nos señalan de forma 
enfática que no, el CAS, solo ha recogido algunos beneficios laborales que incluso antes 
de la demanda de inconstitucionalidad eran aún más reducidos e incluso muchos de sus 
beneficios no tiene una real protección para el trabajador, como el caso presente de la 
prórroga automática. 
Sin embargo (Lovera,2018), considera que sí, porque es un régimen de contratación 
especial.  
 
FIGURA 4: EL CAS RECOGE TODOS LOS DERECHOS LABORALES 
 
Fuente: Elaboración propia  
 
Respecto a la pregunta cinco, “Considera usted que el régimen de contratación 
administrativa de servicios vulnera los derechos laborales establecidos para el trabajador 
que regula la misma constitución”, para (Machuca, 2018) y (Paypay, 2018) nos afirman de 
forma contundente que es el CAS, no reconoce todos los beneficios laborales que se 
desprenden de lo establecido por la propia constitución, por ello se observa la vulneración 
de lo determinado constitucionalmente de forma clara y evidente.  
De igual forma (Jara, 2018), nos afirma que el CAS, vulnera varios beneficios laborales 
que han sido establecidos dentro de la constitución, como la no discriminación, la 
estabilidad y otros; a la vez, (Rojas, 2018), con cierta analogía señala que es un régimen 
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que tiene naturaleza laboral y acuerdo a normado dentro de la misma constitución, debería 
regular dentro de su normativa todo lo que señala la misma, para evitar una contravención 
constitucional.  
Para (Suca, 2018), nos define que bajo la no discriminación laboral o disminución de 
derechos, los cuales están presentes en el CAS, como el no contar con estabilidad laboral, 
entre otros. 
Por su parte (Lovera, 2018), prefirió no responder a dicha pregunta por colisionar con sus 
funciones.  
 
FIGURA 5: EL CAS VULNERA LOS DERECHOS LABORALES 
 
Fuente: Elaboración propia 
  
- Resultado de las entrevistas relación al objetivo específico 2: 
Respecto a la pregunta seis, “Considera usted que el régimen de contratación 
administrativa de servicios al no incluir dentro de su normativa al derecho de la CTS ha 
vulnerado dicho derecho constitucional”, para (Jara, 2018) y (Chafloque, 2018), la CTS es 
un beneficio laboral, una forma previsional y un derecho que protege al trabajador y su 
familia de posibles contingencias y que al no ser considera dentro de este régimen estaría 
vulnerándolo como también sostuvo (Paypay, 2018) que su no inclusión atenta el derecho 
del trabajador, de igual manera (Machuca, 2018), se vulnera el beneficio que todos los 












Para (Rojas, 2018) y (Suca, 2018), señalan que los regímenes N° 276 y N° 728, cuentan 
con este beneficio laboral, y de igual forma otros regímenes de naturaleza especial 
(minero), por ello el CAS, vulnera el derecho constitucional discriminando al trabajador y 
afectando su derecho de protección a posibles contingencias derivadas de su cese.   
Pero (Lovera, 2018), va haya al señalar que los regímenes de la actividad privada como 
son el D.L. N° 276 y D.L. N° 1057, vulneran dicho derecho constitucional ya que también 
para el D.L. 276 este beneficio es muy ínfimo.   
 
FIGURA 6: EL CAS VULNERALA EL DERECHO DE CTS 
 
Fuente: Elaboración propia 
Respecto a la pregunta siete, “Considera que el contrato administrativo de servicios es un 
régimen laboral que permite al contratante el cese del trabajador en cualquier momento, 
desconociendo la figura laboral de la estabilidad que tiene un trabajador como derecho 
constitucional”, por ello (Paypay, 2018) y (Machuca, 2018), consideran que sí, ya que el 
CAS permite prórrogas o renovaciones que van de acuerdo a la decisión del empleador, no 
permitiendo que haya una adecuada protección del derecho a la Estabilidad laboral que 
debería tener un trabajador.  
En igualdad de ideas (Jara, 2018) y (Suca, 2018), nos dicen que el empleador puede cesar 
la relación laboral antes o luego de terminado el contrato, afectando la Estabilidad laboral 
que se debe obtener luego de pasado el periodo de prueba, a través del uso indiscriminado 
de la prorroga o renovación de contratos.  
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Y (Lovera, 2018), no dice que para ella no es cualquier momento, si no cuando se vence el 
plazo del contrato. 
Por último (Rojas, 2018) y (Chafloque, 2018), no se aleja de la idea al señalar que el 
régimen no presenta ideas claras para el cese del trabajador que se puede en cualquier 
momento a decisión del empleador y por tanto se vulnera el derecho constitucional de la 
estabilidad.  
 
FIGURA 7: EL CAS VULNERA LA ESTABILIDAD LABORAL 
 
Fuente: Elaboración propia 
3.5 Descripción del Resultado de otros documentos 
El artículo del diario La República (22 de octubre de 2016), nos confirma que, según la 
central de trabajadores estatales, el régimen CAS, no ofrece a los trabajadores estabilidad 
laboral, debido a sus constante contratos que son renovados cada 6 meses, 3 meses e incluso 
cada mes, además que no reciben gratificaciones ni escolaridad.   
 
El artículo del Diario del Correo (2017), que más de 4000 mil trabajadores que tienen 
contrato CAS, esta preocupados debido a que el cualquier momento pueden ser despedidos 
ya que no gozan de estabilidad laboral, además que muchos compañeros miembros del 
serenazgo vienen laborando más de 10 años y cada 6 meses se les renueva el contrato.  
 
El articulo presentado por el diario de La República (2018), nos menciona los pocos 
derechos que tiene el trabajador CAS, y que no tiene derecho a recibir compensación por 
tiempo de servicios (CTS), solo un aguinaldo que no pasa de 300 soles, pese a que se le 
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descuenta la renta de 4ta categoría y por afiliación. Además, están sujetos a deducciones 




En este apartado desarrollaremos el capítulo de la discusión y la interpretación de los 
efectos derivados de la recolección de datos debidamente clasificadas por el objetivo 
general, los objetivos específicos, y las entrevistas. 
- Discusión del resultado en relación al objetivo general:  
“Analizar de qué manera los derechos laborales son transgredidos en la contratación 
administrativa de servicios en el Perú”, luego de recopilar la información correspondiente 
mediante la recolección de datos de origen documental y entrevistas, se logrado establecer 
de forma clara que el régimen especial de contratación administrativa de servicios 
transgrede los derechos de los trabajadores al no contar con una proporcionada  y adecuada 
protección en cuanto al reconocimiento de los derechos laborales en favor del sector 
público que se encuentra bajo las normas de su regulación, se puede afirmar además que 
como consecuencia de los argumentos arriba mencionados y con los resultados obtenidos 
por los expertos que el régimen especial de contratación administrativa no es un régimen 
idóneo para la suscripción de contratos administrativos de servicios, ya que por su propia 
naturaleza que busca limitar los derechos del trabajador.  
Bajo el artículo 22° de la Constitución Política, no dicen que “el trabajo no es solo un 
deber, sino que también es un derecho, como base para lograr un bienestar social y un 
medio para la realización de la persona”, describiéndonos que, para el Estado, el trabajo 
debe ser visto de manera amplia y no restringida, y debe poner especial énfasis en proteger 
los derechos laborales que tiene un trabajador.  
 
De igual manera el artículo 23° de la Constitución Política, nos señala que “ninguna 
relación laboral debe restringir el ejercicio de los derechos constitucionales, así como que 
no debe desconocer o rebajar la dignidad que tiene todo trabajador”, la cual nos confirma 
que el Estado debe recalcar por sobre todo su postura proteccionista en relación al trabajo 
y sus derechos, y no puede permitir bajo ninguna circunstancia limitaciones de sus derechos 






Sin embargo, se ha podido constatar que el legislador al momento de emitir el D.L. N° 
1057, no busco crear un régimen laboral, sino una forma de contrato administrativo, que le 
permita no tener más conflictos en el poder judicial (demandas), respecto a las anteriores 
formas presentadas en la contratación como el de locación de servicios o servicios no 
personales; se ha negado incluso en un inicio el vínculo laboral existente entre las partes a 
pesar de encontrarse los elementos esenciales de una relación laboral (subordinación, 
prestación personales de servicios y remuneración). Respetando la idea del legislador no 
negaremos que se ha podido crear muchos puestos laborales en la sociedad gracias a la 
creación de este régimen, pero al mismo tiempo ha dado inicios a una especie de 
incertidumbre en el ámbito laboral para los trabajadores, debido a que su naturaleza 
especial es limitativa de derechos y se encuentra en una especie de limbo para el trabajador. 
- Discusión del resultado en relación al objetivo específico 1:  
“El régimen de contratación administrativa de servicio afecta los derechos laborales de 
los trabajadores”, se ha podido establecer bajo la recolección de datos y el informe global 
de la Declaración de la OIT, que el trabajador debe tener igualdad en su centro laboral, para 
poder afrontar los desafíos que se le trazan; por ello, no debe existir alguna forma de 
disminución, exclusión o distinción, que pueda alterar o anular la igualdad en cuanto a las 
oportunidades de trato en el empleo y la ocupación.  
La carta magna bajo el artículo 26°, hace referencia a la igualdad de oportunidades, sin 
ninguna clase de distinción para el trabajador, que le pueda despojar de los derechos 
establecidos en la Constitución y la ley siempre debe ser interpretación a su favor en casos 
de duda. 
 
Sin embargo, bajo el régimen especial de contratación administrativo de servicios, 
podemos inclusive señalar que al inicio no se había establecido dentro de su artículo más 
que cinco derechos laborales, los cuales también presentaban aún más limitaciones, como 
ejemplo podríamos decir que los trabajadores solo podían gozar de 15 días de descanso por 
año cumplido; fueron, las diversas demandas y la última que declaraba su 
constitucionalidad, que recién se reconocieron algunos beneficios laborales más. Todo ello 
demuestra que el RECAS en relación a los demás regímenes de la actividad privada y 
pública, no goza de todos los derechos laborales establecidos constitucionalmente, lo cual 





favorable para los que se encuentran regidos por el D.L. N° 1057, que altera la igualdad de 
oportunidades de trato en el ámbito laboral. 
 
Para (Huamán E, 2010, p. 6), el contrato administrativo de servicios consiente una forma 
disminuida en cuanto a beneficios y derechos laborales, medida que no es idónea ya que 
no lucha por algún fin constitucional legal, solo económico e innecesario; ya, que coexisten 
otros regímenes que si cuentan con derechos reconocidos. Lo cual demuestra que no existe 
proporcionalidad entre las ventajas y desventajas, ya que las desventajas son mayores.  
- Discusión del resultado en relación al objetivo específico 2:  
“Conocer como trasgrede el régimen de contratación administrativa de servicio la 
estabilidad laboral y la Compensación por tiempo de servicios”, se puede concluir que 
luego de la investigación que los trabajadores del régimen de contratación administrativa 
de servicios no goza del derecho de la compensación por tiempo de servicio, un trato por 
demás decirlo discriminatorio, ya que los trabajadores de la actividad pública del D.L. N° 
276 y la actividad privada regulada por el D.L. N° 728, no solo cuentan con ese derecho, 
sino que es el mismo empleador realiza los depósitos semestrales a un banco o caja, y su 
remuneración será de forma íntegra. Los CAS pueden trabajar 5, 10 o incluso más de 15 
años, pero simplemente no tendrán jamás este beneficio, lo único que pueden recibir al 
termino de contrato es el pago de sus vacaciones si es que no las hubiere gozado, lo cual 
además es menor a un sueldo.  
 
Para Neves, J. (2010), dentro del CAS, no se puede lograr visualizar una estabilidad 
laboral, debido a que la misma opera en dos tiempos, una entrada y una salida, y en el CAS, 
se establece que será a decisión del empleador poder renovar dicho contrato laboral las 
veces que desea, encontrándonos en una especie de vaivén de un “vínculo laboral, sin labor 
temporal y sin límite en el tiempo”. 
Lo cual nos permite inferir que jamás se podrá lograr una estabilidad laboral debido a la 
permisividad que tiene respecto a la renovación y prórroga indefinida, lo cual genera en los 
trabajadores sensación de insatisfacción en cuanto a la protección de sus derechos labores 
y mayor es el daño cuando como en una especie de premio que se le diera al empleador 
para despedir cuando lo considere, este solo le dará el pago de una indemnización al 
trabajador (en un máximo de 3), dejando es una especie de limbo al trabajador, y 





laboral también genera la seguridad del trabajador, su certeza en el futuro y protege el 
derecho del trabajador en cuanto a la conservación de su empleo, el cual debe ser obtenido 
luego de superado el periodo de prueba, que como menciono arriba, jamás se podría lograr 





En el apartado siguiente se desarrollará las conclusiones más importantes obtenidas 
a través del desarrollo de la investigación y en relación a los objetivos y son:    
PRIMERO: En respuesta a la necesidad, los aportes de carácter doctrinal, jurisprudencial y 
las entrevistas, se puede concluir que el régimen especial de contratación 
administrativa de servicios, es una modalidad que le abrió las puertas y la 
creación de puestos laborales para miles de trabajadores, que se encontraban 
ahogados bajo la contratación de SNP y la locación de servicios. Sin embargo, 
al parecer el ámbito de su creación no fue el idóneo para combatir la transgresión 
de derechos y laborales que le pertenecen a un trabajador por su sola condición; 
y, que además es el propio Estado, el garante en cuanto a su protección y 
regulación, que a la fecha no ha cumplido a cabalidad y ha permitido un abuso 
extremo de este régimen en contra de los trabajadores.  
SEGUNDO: Se ha podido establecer el olvido del Estado, en el mejoramiento que incluye 
llegar hasta el máximo de sus recursos, para lograr la progresividad en cuanto a 
los derechos laborales, económicos, culturales y sociales, el cual se debe lograr 
con el paso del tiempo y no con la creación de regímenes laborales que 
contengan dentro derechos disminuidos como el D.L. N° 1057, y se muestre 
claramente la desigualdad y discriminación a los trabajadores regidos por este 
régimen.  
TERCERO: Por la información recolecta se puede establecer que el régimen de contratación 
administrativa de servicios, no cuenta con una adecuada planificación o criterio 
objetivo, pese a tener un presupuesto, concordancia y procedimientos 





CUARTO: La naturaleza laboral especial que tiene el régimen de contratación 
administrativa de servicios, y además su exclusión de forma expresa en cuanto a 
la diferenciación en relación a los otros regímenes, ha permitido excluir a los 
trabajadores del D.L. N° 1057, de sus derechos constitucionalmente relacionados 
al ámbito laboral, dejando en el sentir de los trabajadores la idea de ser 
trabajadores de segunda clase, con tratamientos diferenciados e inclusive que se 
denotan discriminatorios. 
QUINTO: El Contrato administrativo de servicios, denota su marcada discriminación al 
tener derechos disminuidos en comparación a los demás regímenes especiales, 
ocasionando la vulneración del principio de protección del trabajo, que el Estado 
debe asegurar sin distinción del régimen en el que el trabajador se encuentre.  
SEXTO:  En respuesta de los datos e información recolectada, se ha podido establecer que 
el contrato administrativo de servicios, debido a su figura de la prorroga o 
renovación automática, nos lleva a la realización de contratos interminables, lo 
cual transgrede el derecho a la estabilidad laboral, que se podría obtener luego 
de superado el periodo de prueba como lo señalan el D.L. N° 728 y D.L. N° 276, 
situación que para el contratado administrativo de servicios no podrá ser posible 
jamás. Además, restringiría el derecho a la compensación por tiempo y servicios, 
derecho es previsional y que salvaguarda al mismo trabajador de posibles 
contingencias ante su cese o despido. La cual conlleva al trabajador a una 
incertidumbre laboral por no saber que le depara el futuro.   
SÉPTIMO: La forma de contratación administrativa de servicios genera inestabilidad laboral 
y económica, debido a que, en diversas entidades del estado, es la forma de 
contratación más utilizada, y que no tiene una base remunerativa estable, sino 
depende del presupuesto y necesidad de la entidad contratante, lo cual se ha 










VI. RECOMENDACIONES  
PRIMERO: El régimen de contratación administrativa de servicios no es idóneo debido a 
que no protege de forma adecuada los derechos del trabajador; por tanto, debe 
ser eliminado de forma progresiva, pero no como actualmente se ha planteado, 
si no debe tener un tope máximo para contratar, que permita que las entidades 
del estado no contraten en forma masiva a trabajadores bajo este régimen.  
SEGUNDO: El Tribunal Constitucional, debe dejar el pasado y el pensamiento de afectación 
económica en una sola dirección (Estado), e ir más lejos entendiendo que con el 
paso del tiempo y bajo el principio de progresividad de los derechos laborales, 
lo que ocurrió en el 2010, no es igual a lo que debe ocurrir en el 2018, y por tanto 
los derechos laborales deben denotar igualdad, no discriminación y seguridad 
para el trabajador, no privarlo de ello.  
TERCERO: Se debe revaluar el criterio de la naturaleza laboral especial que tiene el régimen 
de contratación administrativa de servicios, con la esencia real que tiene el D.L. 
N° 276 y N° 728, para concebir que guardan la misma relación, y con finalidad 
de entender que no tiene sustento que le permita discriminar con tratamientos 
diferenciados a los trabajadores por ser considero especial.  
CUARTO:  El Estado Peruano, debe otorgar el reconocimiento al contrato administrativo de 
servicios de todos los derechos laborales que por Ley le son aplicables, sin 
discriminación o disminución por el régimen en el que el trabajador se encuentre, 
ya que ejerce la misma función. Todo ello con la finalidad de evitar la 
vulneración del principio de protección del trabajo, que el Estado debe garantizar 
sin distinción.   
QUINTO:  El Tribunal Constitucional debe establecer un mecanismo protector frente al 
despido arbitrario, que no genera estabilidad laboral, tomando en cuenta lo 
mencionado en el año 2014 por el II pleno jurisdiccional supremo laboral que 
señalo que la contratación sin contrato no puede generar una prórroga o 
renovación automática.  Además, debe respetar el derecho constitucional de la 
no discriminación y previsión en el ámbito laboral respecto al otorgamiento de 





 SEXTO:  La forma de contratación administrativa de servicios genera inestabilidad laboral 
y económica, debido a que no tiene una base remunerativa estable; por tanto, 
considero que se debe crear una base de remuneración estandarizada y con 
montos altos, de esa forma la contratación masiva podría disminuir o reducir las 
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¿De qué manera el régimen de 
contratación administrativa de servicios 
se desenvuelve dentro del derecho 
laboral? 
Analizar de qué manera los derechos 
laborales son trasgredidos en la 
contratación administrativa de servicios 
en el Perú. 
El contrato administrativo de servicios 
en el Perú es una forma de 
contratación que transgrede los 






Objetivos específicos Supuestos específicos 
 
P.E.1 ¿El régimen de contratación 
administrativa de servicios 
puede afectar los derechos 
laborales de los trabajadores?  
P.E.2 ¿Cómo vulnera el régimen de 
contratación administrativa de 
servicio la estabilidad laboral y 
la compensación por tiempo de 
servicios? 
 
O.E.1 El régimen de contratación 
administrativa de servicio afecta 
los derechos laborales de los 
trabajadores.  
O.E.2__Conocer como trasgrede el 
régimen de contratación 
administrativa de servicio la 
estabilidad laboral y la 
Compensación por tiempo de 
servicios. 
  
S.E.1 El contrato administrativo de 
servicios es un régimen de 
contratación que afecta los 
derechos laborales de los 
trabajadores.  
S.E.2 El contrato administrativo de 
servicios vulnera la estabilidad 
laboral y la compensación por 
tiempo de servicios.  
  
Instrumentos 
- Guía jurisprudencial 























PROYECTO LEY NÚM. ____________/2018 
Ley de reforma constitucional que establece la estabilidad laboral para todos los 
trabajadores, y fomenta la no discriminación para ninguna modalidad laboral 
existente.  
FÓRMULA LEGAL 
Artículo 1° Objeto de la Ley  
La presente Ley tiene por objeto reformar la Constitución Política del Perú, a fin de 
extender y garantizar los derechos laborales fundamentales, lo cual fomentara la 
mejora en las condiciones laborales.  
 
Artículo 2° Finalidad 
Reconocimiento expreso del derecho a la estabilidad laboral desde el inicio de una 
relación contractual, lo cual evitara la no discriminación en el ámbito laboral de 
ninguna modalidad existente o futura.   
 
Artículo 3: Modificación del artículo de la Constitución Política del Perú 
Modifíquese el artículo 27 de la Constitución Política del Perú, el cual queda 
redactada de la siguiente manera:  
 
“Artículo 27°. – El estado otorga el reconocimiento a la estabilidad laboral en sus 
diversas modalidades y adecuada protección contra el despido arbitrario” 
 
EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 
 
El Capítulo II de la Constitución Política del Perú, reglamenta los derechos sociales 
y económicos del Estado, como el derecho a la seguridad social, la salud, el trabajo 
y la educación.  
En relación al trabajo, el Estado ha establecido que es un deber, un derecho y un 
medio de realización para el ser humano y debe ser objeto de atención prioritaria por 





políticas del fomento del empleo, sin limitar el ejercicio de los derechos 
constitucionales, la igualdad de oportunidades o de rebajar la dignidad que tiene todo 
trabajador.  
Pero antes de ahondar en el propósito debemos entender o tener claridad, de lo que 
significa el termino de estabilidad laboral que se usa en la doctrina y demás fuentes 
del derecho laboral.  
 
La Estabilidad laboral 
El Decreto Supremo N° 003-97- TR “Ley de productiva y competitividad laboral”, 
en la norma se establece que todo trabajador tiene derechos a la estabilidad laboral, 
pasado un periodo de prueba que no supera los tres meses generales y al término del 
periodo el trabajador solo puede ser despedido por una causa justa. Además, en casos 
de cesar al trabajador este tiene derecho al pago de su CTS y vacaciones truncas.  
 
Fuentes del derecho laboral 
a) Constitución  
b) Los tratados internacionales ratificados por el Estado  
c) La ley ordinaria y orgánica  
d) Los decretos supremos y normas reglamentarias 
e) Los convenios colectivos  
f) Estatutos 
g) La jurisprudencia  
h) La doctrina jurídica  
 
Principios del derecho laboral.  
Principio de la primacía de la realidad 
Principio de progresividad de los derechos constitucionales 
Principio in dubio pro operario 
Principio de Igualdad y no discriminación 
 
El trato de la estabilidad laboral en la Constitución de 1979 y la Constitución de 
1993 





clara distinción entre la constitución de 1979 y la Constitución de 1993, en relación 
al reconocimiento de estabilidad que tiene todo trabajador, la primera reconocía de 
forma expresa al derecho de la estabilidad laboral y se tiene como premisa que los 
contratos deben ser indefinidos desde su inicio, mientras que la segunda nos hace 
referencia de una estabilidad de salida, que genera un vacío, y queda a la 
interpretación  o integración de la ley.  
 
Constitución 1979 Constitución de 1993 
Articulo 49.- 
El Estado reconoce el derecho de 
estabilidad en el trabajo. El trabajador 
sólo puede ser despedido por causa 
justa, señalada en la ley y debidamente 
comprobada. 
Artículo 27.-  
La ley otorga al trabajador adecuada 
protección contra el despido 
arbitrario. 
 
Se observa una clara distinción en el reconocimiento que permitiría al trabajador 
tener estabilidad en el ámbito laboral, como hemos señalado líneas arriba, la 
estabilidad laboral planteada por la Constitución de 1979, reconocía en forma expresa 
y le brindaba al trabajador protección laboral como indica en su redacción, mientras 
que la actual Constitución le otorga solo protección al trabajador en relación a su 
despido, lo que significa que no hay un reconocimiento expreso de la estabilidad 
laboral de entrada.  
 
EFECTOS DE LA VIGENCIA DE LA NORMA SOBRE LA LEGISLACIÓN 
NACIONAL 
El presente proyecto de reforma pretende modificar el artículo 27° de la Constitución 
Política del Perú de 1993, por ser una acción que ayudaría a establecer una política 
más comprensiva y proteccionista para todos trabajadores que hoy se ven excluidos 
por las innumerables y visibles formas de discriminación laboral que no ofrecen una 
estabilidad y por el contrario han generado una vulneración y afectación para el 
trabajador, y sus derechos fundamentales.  
Por tanto, y ante la necesidad de los trabajadores de justica, no discriminación u 





constitución en sus artículos, el Estado debe agotar hasta el máximo de sus recursos 
en la búsqueda de la mejora para los trabajadores y la sociedad misma, bajo el 
principio de progresividad de los derechos laborales y sociales y por los convenios 
internacionales adoptados. Plateamos la siguiente modificación:  
 
Artículo 27° de la Constitución 1993 
Propuesta de reforma del artículo 
27° de la Constitución 
Artículo 27.-  
La ley otorga al trabajador adecuada 
protección contra el despido arbitrario. 
Artículo 27.-  
El estado otorga el reconocimiento a la 
estabilidad laboral en sus diversas 
modalidades y adecuada protección 
contra el despido arbitrario.  
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